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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

3) Panorama General

133. El sólido crecimiento económico del Perú desde su anterior Examen en 2000, ha sido acompañado por un proceso continuo de liberalización y modernización de su régimen comercial.  El Perú ha disminuido sustancialmente los aranceles NMF aplicados, del 13,6 por ciento en 1999 al 8,2 por ciento en abril de 2007.  Esto refleja principalmente reducciones en los tipos aplicados a bienes de capital e insumos que no se producen en el Perú.  Como resultado, aumentó la baja dispersión arancelaria observada anteriormente.  Todos los derechos arancelarios son ad valorem;  los aplicados a 46 líneas arancelarias correspondientes a productos agropecuarios son objeto de rebajas o recargos en forma de derechos específicos en función de los precios internacionales.

134. El Perú ha consolidado la totalidad de sus aranceles, mayoritariamente al 30 por ciento.  La mayor previsibilidad a las condiciones de acceso a su mercado que se derivan de esta medida se ve algo reducida por la marcada diferencia entre los promedios de los tipos aplicados y los consolidados.  En este contexto, las autoridades indicaron que desde 1991 el Perú no ha aumentado sus aranceles. 

135. En el marco de su participación en la Comunidad Andina, desde 2006 el Perú concede trato en franquicia arancelaria a todas las importaciones procedentes de Bolivia, Colombia, el Ecuador y Venezuela.  También concede trato preferencial a las importaciones de Chile, Cuba, el MERCOSUR y México.

136. El Perú ha introducido medidas para facilitar el comercio.  Los tiempos de despacho para las mercancías sujetas a control físico o documental han disminuido cerca del 30 por ciento desde 2002.  Alrededor del 35 por ciento de las importaciones se somete a dichos controles en las aduanas principales.  El Perú eliminó su programa de inspección previa a la expedición en mayo de 2004.  Desde 2004 el Perú aplica una tasa de despacho aduanero a un tipo específico a las importaciones superiores a S/. 10.350 (alrededor de 3.252 dólares EE.UU.).  

137. En general, las importaciones reciben trato nacional en la aplicación de los impuestos internos.  Los vehículos usados importados están sujetos al impuesto selectivo al consumo (ISC) a un tipo del 0 por ciento si han sido acondicionados o reparados en los Centros de Transformación, Industria, Comercialización y Servicios (CETICOS) o en la Zona Franca de Tacna (ZOFRATACNA).  El ISC se impone al Pisco a un tipo de S/. 1,50 por litro (alrededor de 0,47 dólares EE.UU. por litro), pero a las demás bebidas alcohólicas a un tipo del 20 por ciento como mínimo.  Algunos servicios prestados a las naves de bandera nacional están exonerados del impuesto general a las ventas.

138. El Perú prohíbe la importación de bebidas fabricadas en el extranjero que tengan la denominación de "Pisco", la ropa y calzado usados "con fines comerciales" y los motores y las partes usados para automóviles que circulan por carretera.  Sujeta las importaciones de varios productos a autorizaciones por motivos de salud, medio ambiente y protección de la identidad nacional.

139. El número de investigaciones antidumping aumentó durante el período bajo examen, concentrándose en algunos productos y exportadores.  A fines de 2006 se encontraban en vigor 34 derechos antidumping definitivos.  El Perú mantiene derechos compensatorios en un solo caso y ha aplicado dos medidas provisionales de salvaguardia a Miembros de la OMC durante el período bajo examen.

140. El Perú ha mantenido un activo programa de notificaciones de medidas sanitarias y fitosanitarias, todas las cuales se basan en normas internacionales.  El número de reglamentos técnicos en vigor parece ser reducido y en general no se establecen requisitos de verificación en frontera.  El Perú ha establecido esquemas para evitar que la regulación en general no obstaculice innecesariamente el comercio.

141. El Perú no aplica cargas o tributos a la exportación.  Mantiene un número limitado de prohibiciones a la exportación, principalmente de la madera y de ciertas plantas y sus productos, con el propósito de promover el procesamiento y la inversión en el país, controlar el acceso a sus recursos genéticos o proteger el medio ambiente.

142. El Perú mantiene un régimen de restitución "simplificado" de derechos arancelarios, a través del cual los exportadores reciben un monto equivalente al 5 por ciento del valor f.o.b. de sus exportaciones o la mitad de su costo de producción, cualquiera que sea menor.  Este régimen simplificado no prevé un mecanismo para asegurar que el monto de la restitución no exceda del valor de los derechos arancelarios pagados.  A mediados de 2005, el Perú eliminó los requisitos de exportación que debían cumplir las empresas para obtener los beneficios disponibles en el marco de los CETICOS y la ZOFRATACNA.  El ingreso derivado de las ventas de los CETICOS y la ZOFRATACNA sigue estando exonerado del impuesto sobre la renta.

143. Importantes sinergias podrían existir en el Perú entre la política de competencia, la protección de la propiedad intelectual y las medidas de defensa comercial, en la medida que todas se encuentran bajo la responsabilidad de una misma autoridad.  Es por lo tanto importante promover la fortaleza institucional de dicha autoridad.  El ambicioso programa de privatización generó alrededor de 1.000 millones de dólares EE.UU. en ingresos al Estado entre 2001 y 2006.  A fines de 2006, subsistían unas 50 empresas con participación del Estado, operando principalmente en el sector de servicios.

144. El Perú continúa manteniendo varios incentivos para la promoción de la actividad empresarial y la inversión.  Los incentivos otorgados, muchos a través de exoneraciones fiscales, aparentemente han representado una carga significativa para las finanzas públicas.  Sería por lo tanto valioso tratar de identificar aquellos que resultan en beneficios netos para la economía y considerar la racionalización de los demás.  El Perú tomó un paso importante en esta dirección a principios de 2007 al establecer un marco general que regula el otorgamiento y la renovación de los incentivos fiscales.

145. Algunos productores agropecuarios gozan de una reducción del impuesto sobre la renta del 50 por ciento, siempre que usen ciertos insumos de origen nacional.  En el sector pesquero, en ciertos casos la concesión de algunos beneficios tributarios y las reducciones del precio de ciertos permisos de pesca están condicionados al desembarque de la carga en el territorio nacional.  Las autoridades indicaron que no se aplica en la práctica la ley que limita el uso de productos lácteos importados en la elaboración de leche líquida y productos derivados.

146. El Perú no es miembro del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  Desde 2000, se han hecho importantes modificaciones a la normativa sobre contratación pública.  La legislación peruana otorga preferencias del 20 por ciento a los postores que utilizan bienes peruanos, y en ciertos casos se establece la obligatoriedad de la adquisición de productos alimenticios nacionales.  Aunque estas medidas podrían fomentar la producción nacional, también se traducen en costos más altos a los contribuyentes.

147. El Perú ha notificado a la OMC su legislación para la protección de la propiedad intelectual, la cual fue examinada por el Consejo del ADPIC en 2001.  También proporcionó respuestas sobre la observancia en el marco del ADPIC.  Un área prioritaria para el Perú ha sido la protección de los conocimientos tradicionales y la biodiversidad.
4) Medidas que Afectan a las Importaciones

i) Procedimientos aduaneros
148. El Ministerio de Economía y Finanzas es la entidad responsable de "planear, dirigir y controlar la política aduanera".
  La Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT) se encarga de aplicar esta política.
  La entidad que desempeñó esta función hasta 2002 fue la Superintendencia Nacional de Aduanas.  Con el fin de mejorar la gestión aduanera y tributaria, el Gobierno dispuso la fusión de la Superintendencia Nacional de Aduanas con la SUNAT en julio de 2002.
  El Perú es miembro de la Organización Mundial de Aduanas.

149. Los importadores pueden realizar los trámites de importación sin necesidad de recurrir a un agente de aduana.  A tal efecto, deben estar autorizados por la SUNAT, para lo cual deben cumplir con los requisitos contenidos en el Reglamento de la Ley General de Aduanas.
  No es necesario estar autorizado por la SUNAT para realizar importaciones de 2.000 dólares EE.UU. o menos.  En la práctica, la mayoría de los importadores recurre a un agente de aduana para realizar los trámites de importación.

150. Los datos del manifiesto de carga por vía aérea o terrestre deben ser transmitidos a la SUNAT a más tardar al momento de la recepción del medio de transporte por las autoridades competentes.
  Para carga por vía marítima la fecha límite es 48 horas antes del arribo de la carga al puerto, o antes de que la nave zarpe hacia el Perú si su travesía dura menos de 48 horas.  El manifiesto de carga debe presentarse a la autoridad aduanera al arribo del medio de transporte.

151. Por lo general, no es posible presentar la declaración aduanera (referida como Declaración Única de Aduanas o DUA) antes del arribo de la mercancía al Perú.
  Además de la declaración, se requiere del documento de transporte, la factura o documento equivalente y, de haber sido emitido, el documento de seguro de transporte.
  La importación de ciertas mercancías requiere de documentos adicionales tales como certificados de origen o autorizaciones (secciones iii) y vi) infra).  Para las importaciones de 2.000 dólares EE.UU. o menos se usa una declaración simplificada.

152. La SUNAT cuenta con un sistema que permite presentar la declaración aduanera a través de Internet.
  Las autoridades peruanas indicaron que alrededor del 36 por ciento de las declaraciones de 2006 fueron presentadas por este medio.

153. La SUNAT somete las importaciones a un sistema de control aleatorio, tomando en cuenta variables de análisis de riesgo.  Los controles pueden ser documentales (referidos como "canal naranja") o físicos (referidos como "canal rojo").  La Ley General de Aduanas establece que los controles físicos no pueden aplicarse a más del 15 por ciento de las importaciones, excluidas las mercancías sujetas a controles físicos obligatorios.
  Las mercancías que requieren controles físicos están listadas en el Procedimiento INTA-PE.00.06 y sus anexos.

154. Las autoridades peruanas indicaron que el tiempo requerido para realizar los controles físicos depende de factores tales como el tipo de mercancía, su volumen, y si su importación requiere de permisos o autorizaciones;  también señalaron que la SUNAT maneja estándares de tiempo para la realización de los controles que varían en función de factores tales como el tipo de aduana (marítima, aérea, terrestre o postal), su ubicación geográfica, y la disponibilidad de personal.  Según datos proporcionados por la SUNAT relativos a las aduanas marítima y aérea del Callao, en 2006 el 13 por ciento de las importaciones se sometió a control físico y un 24 por ciento adicional a control documental.  El resto no estuvo sujeto a control durante el despacho aduanero.

155. La cancelación de los derechos aduaneros se realiza una vez que la SUNAT ha aceptado y asignado un número a la declaración aduanera.  Es posible cancelar por vía electrónica.  Los importadores pueden retirar su mercancía de la aduana aún si están en desacuerdo con el monto de los derechos determinado por la SUNAT, previa constitución de una garantía equivalente a la diferencia entre los derechos que resultan de la declaración y los determinados por la SUNAT.

156. Los tiempos de despacho para las mercancías sujetas a control han disminuido en cerca del 30 por ciento desde 2002.  Según la SUNAT, el despacho toma entre 2,3 y 5,9 horas hábiles para las mercancías sujetas a control documental y entre 13,4 y 19 horas hábiles para las mercancías sujetas a control físico.  El despacho de las mercancías que no están sujetas a control dura alrededor de dos horas.

157. La SUNAT cuenta con un sistema anticipado de despacho aduanero.  Para acogerse a este sistema es necesario haber presentado por lo menos diez declaraciones aduaneras en el año anterior al de la primera importación en el marco del sistema, y cumplir los demás requisitos que establece la Resolución de Superintendencia Nacional Adjunta de Aduanas N° 079-2006/SUNAT/A de 25 de febrero de 2006.  El sistema anticipado permite a los importadores remitir su declaración aduanera hasta 30 días hábiles antes del arribo de la mercancía al Perú.  También permite el traslado de la mercancía directamente a los almacenes de los importadores (en lugar de los almacenes aduaneros) para la realización de controles físicos eventuales, previa cancelación de los derechos aduaneros.  No es posible acogerse al sistema anticipado de despacho aduanero una vez que el medio de transporte haya arribado al lugar de ingreso al Perú.  Las importaciones al amparo del sistema anticipado deben cumplir todos los requisitos documentales exigidos a las demás importaciones.

158. Los recursos administrativos deben interponerse ante la intendencia de aduana de la que emanó la decisión impugnada.  Las apelaciones deben presentarse ante el Tribunal Fiscal.
  Las reclamaciones deben resolverse dentro de los seis meses posteriores a su presentación, con ciertas excepciones.
  En 2006, el Tribunal Fiscal resolvió 33 apelaciones en materia de clasificación arancelaria.

159. A partir de 2010, la SUNAT deberá emitir "resoluciones anticipadas" en respuesta a las consultas de los usuarios sobre clasificación o criterios de valoración de mercancías a ser importadas.
  También deberá emitir resoluciones anticipadas sobre cuestiones relativas a la importación de mercancía previamente exportada para ser reparada o alterada en países que hayan suscrito un acuerdo preferencial de comercio con el Perú.
160. Para hacer frente al contrabando, la SUNAT ha desarrollado varios procedimientos específicos complementarios a la Ley N° 28008 de 19 de junio de 2003 y su reglamento.
  Además, en agosto de 2003 las aduanas del Perú y Bolivia firmaron un acuerdo que permite el desarrollo de acciones conjuntas de lucha en contra del contrabando en la frontera entre ambos países.

161. El Perú eliminó su programa de inspección previa a la expedición en mayo de 2004.
  Este programa había operado desde 1992.

ii) Valoración en aduana

162. Al eliminar su programa de inspección previa a la expedición, la SUNAT emprendió varias acciones encaminadas a fortalecer su capacidad de control de los precios de la mercancía importada a fin de prevenir la subvaloración.  Por ejemplo, la SUNAT llevó a cabo programas de capacitación del personal y reforzó su capacidad de análisis de estadísticas y el uso de herramientas informáticas.  Además, la SUNAT está buscando optimizar el proceso de despacho aduanero a fines de destinar mayores recursos a la verificación del valor.

163. El Perú aplicó el Acuerdo sobre Valoración en Aduana a la mitad del universo arancelario hasta marzo de 2000.  Notificó a la OMC que aplicaría dicho Acuerdo a todo el universo arancelario a partir de abril de 2000.
  El Perú ha notificado su legislación sobre valoración en aduana a la OMC, pero no ha presentado su respuesta a la lista de cuestiones.
  Incorporó las decisiones del Comité de Valoración en Aduana de la OMC a su legislación a través del Decreto Supremo N° 186-99-EF de 29 de diciembre de 1999.

164. Con arreglo a las disposiciones relativas al trato especial y diferenciado del Acuerdo sobre Valoración en Aduana, el Perú mantiene reservas con respecto a la inversión del orden de aplicación a petición del importador de los métodos del valor deductivo y del valor reconstruido y a la aplicación del párrafo 2 del artículo 5 sin necesidad de que lo solicite el importador.

165. La SUNAT determina el valor en aduana basándose en el valor c.i.f. del producto, que a su vez debe basarse en el valor de transacción, salvo en determinados casos.
  Los demás métodos de valoración en aduana deben aplicarse en el orden prescrito en el Acuerdo sobre Valoración en Aduana.
  Las autoridades peruanas indicaron que en años recientes han determinado el valor en aduana del 85 por ciento de las declaraciones basándose en el valor de transacción.

166. En el marco de los controles documentales o físicos, la SUNAT compara el valor declarado con un indicador de precios basado en el valor de transacción de mercancía "idéntica o similar".
  Los indicadores de precios provienen de valores de transacción anteriores, analizados por la SUNAT a fin de comprobar que están acordes con los precios de mercado.  Si el valor declarado es inferior, la SUNAT notifica su "duda razonable" al importador, que puede optar por cancelar los derechos sobre la base del indicador de precios de la SUNAT, poniendo fin al procedimiento de duda razonable.  De lo contrario, cuenta con cinco días hábiles, prorrogables por otros cinco, para sustentar su declaración.  Vencido este plazo, la SUNAT debe aceptar el valor declarado o determinar el valor de la mercancía dentro de cinco días hábiles.
  Este plazo puede ser de hasta 30 días hábiles a partir de la notificación de la duda razonable si la SUNAT establece un valor provisional.  El importador puede retirar su mercancía al momento de recibir la notificación de duda razonable, previa constitución de una garantía equivalente a la diferencia entre los derechos que resultan del valor declarado y del indicador de precios.

167. Los valores declarados por los importadores "frecuentes" se aceptan automáticamente, sin ser sometidos a una comparación con los indicadores de precios de la SUNAT.
  Para ser considerado importador frecuente, es necesario haber importado 8 millones de dólares EE.UU. o más en el último año calendario (o 3 millones de dólares EE.UU. si se ha exportado 1 millón de dólares EE.UU. o más) y cumplir los demás requisitos contenidos en el Decreto Supremo N° 193-2005-EF de 31 de diciembre de 2005.  La SUNAT está facultada para controlar el valor declarado por los importadores frecuentes en el marco de controles posteriores al despacho aduanero.
  Entre mayo y diciembre de 2006, aproximadamente el 53 por ciento del valor f.o.b. de las importaciones correspondió a importadores frecuentes.

168. Con respecto a la valoración en aduana de los soportes informáticos, la SUNAT toma en consideración el valor del soporte, y no el de los datos que contenga, siempre que la factura comercial diferencie entre los precios del soporte y de los datos.

169. Los derechos aduaneros se fijan en dólares EE.UU. y su cancelación se realiza al tipo de cambio anunciado el día de la cancelación por la Superintendencia de Banca y Seguros.

iii) Normas de origen

170. El Perú notificó a la OMC que aplica normas de origen preferenciales en el marco de la ALADI, la Comunidad Andina y el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo.
  También notificó que aplica normas de origen no preferenciales a las importaciones sometidas a derechos antidumping o compensatorios.

171. En el marco de los acuerdos preferenciales del Perú, los criterios básicos para la determinación de origen de los productos que incorporan insumos de terceros países son el cambio de partida arancelaria o, alternativamente, el valor c.i.f. de los insumos de terceros países, que no debe exceder de un límite (por lo general el 50 por ciento del valor f.o.b. del producto terminado) (cuadro III.1).  Los acuerdos suscritos por el Perú también establecen requisitos específicos de origen, que prevalecen sobre los criterios generales.

Cuadro III.1
Principales criterios de origen en el marco de los acuerdos preferenciales suscritos por el Perú
	Acuerdo
	Cambio de clasificación
	Criterio del valor agregadoa
	Principales productos sujetos a requisitos específicos

	Acuerdo de Cartagena (Decisiones N° 416 y N° 417 de la Comisión de la Comunidad Andina)
	Partida del SA (4 dígitos)
	50% del valor f.o.b. de la mercancía final (60% del valor f.o.b. para los productos de Bolivia y el Ecuador)
	Productos minerales y químicos, metales, maquinaria, relojes, plástico, textiles y confecciones, productos del sector automotriz, oleaginosas

	México (Acuerdo de Alcance Parcial-Complementación Económica, AAP.CE 8)
	Partida del SA (4 dígitos)
	50% del valor f.o.b. de la mercancía final
	Textiles y confecciones, maquinaria y los productos contenidos en la Resolución N° 252 de la ALADIb

	Chile (Acuerdo de Alcance Parcial-Complementación Económica, AAP.CE 38)
	Partida del SA (4 dígitos)
	50% del valor f.o.b. de la mercancía final
	Textiles y confecciones, productos derivados del cinc y del cobre, farmacéuticos, agroquímicos, néctares y jugos de fruta

	Cuba (Acuerdo de Alcance Parcial-Complementación Económica, AAP.CE 50)
	Partida del SA (4 dígitos)
	50% del valor f.o.b. de la mercancía final
	Productos contenidos en la Resolución N° 252 de la ALADIb

	MERCOSUR (Acuerdo de Alcance Parcial-Complementación Económica, AAP.CE 58)
	Partida del SA (4 dígitos)
	50% del valor f.o.b. de la mercancía final (40% a partir del séptimo año de la entrada en vigor del Acuerdo)
	Leche, preparaciones alimenticias, textiles y confecciones, calzado, manufacturas de hierro o acero y maquinaria


a
Expresado como el porcentaje máximo del valor c.i.f. de los insumos provenientes de terceros países.

b
Los productos contenidos en la Resolución 252 incluyen los productos lácteos y de molinería;  aceites;  preparaciones de 
pescado;  azúcar y productos de confitería;  preparaciones de hortalizas y frutas;  vinos;  productos químicos;  manufacturas de 
cuero y madera;  productos de hierro o acero;  manufacturas de cobre, bismuto, cadmio o antimonio o de fundición;  y 
maquinaria y grifería.
Fuente:
Secretaría de la OMC.

172. Las normas de origen no preferenciales se aplican para evitar que los importadores eludan el pago de los derechos antidumping o compensatorios despachando mercancía desde un país distinto del afectado por tales derechos.  Los productos sujetos a una medida antidumping o compensatoria deben ir acompañados de un certificado de origen, a menos que se originen en el país afectado por la medida.  Para los productos que cuentan con criterios de origen no preferenciales establecidos por el MINCETUR, el certificado de origen debe ser emitido en conformidad con tales criterios.  A mediados de 2007, el MINCETUR había emitido criterios de origen no preferenciales para los siguientes productos sometidos a medidas antidumping:  bisagras de hierro, tejidos, cierres de cremallera y sus partes, vajillas de cerámica y calzado.
  Las autoridades peruanas indicaron que los criterios para los demás productos sujetos a medidas antidumping y compensatorias estaban siendo elaborados a mediados de 2007.

iv) Aranceles

173. El Perú aplica un arancel nacional, aunque es miembro de la Comunidad Andina, que desde 1995 cuenta con un arancel externo común.  La entidad responsable de formular la política arancelaria del Perú es el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF).
  El MEF debe ejercer esta facultad en coordinación con el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo y los ministerios de los sectores involucrados.  El Perú considera conveniente "reducir gradualmente aranceles, porque ello reduce los costos del funcionamiento de la economía y eleva el nivel de bienestar de la población …".

174. El Perú aplica como mínimo trato arancelario NMF tanto a los Miembros de la OMC como a los no miembros.

b) Estructura

175. El presente análisis se basa en el Arancel de Aduanas que entró en vigor en abril de 2007.
  Este Arancel se basa en la Nomenclatura Arancelaria Común de los Países Miembros de la Comunidad Andina (NANDINA) aprobada mediante la Decisión N° 653 de la Comisión de la Comunidad Andina.  La NANDINA se basa en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA);  la Decisión N° 653 incorpora a la NANDINA las modificaciones derivadas de la Cuarta Recomendación de Enmienda del SA, aprobada en junio de 2004.

176. El Arancel comprende 7.351 líneas arancelarias a nivel de 10 dígitos (cuadro III.2).  Aunque todos los derechos arancelarios a la importación son ad valorem, los derechos aplicados a 46 líneas arancelarias de 10 dígitos son objeto de rebajas o recargos en forma de derechos específicos en función de los precios internacionales (capítulo IV 2)).  No se aplican aranceles estacionales.  El Perú mantiene contingentes arancelarios en el marco de sus acuerdos preferenciales con el MERCOSUR y México.

Cuadro III.2
Estructura de los aranceles NMF, abril de 2007
(Porcentaje)

	
	

	Total del número de líneas
	7.351

	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	43,6

	Promedio de las líneas mayores a cero (%)
	14,6

	"Crestas" arancelarias nacionales (% de las líneas arancelarias)a
	4,7

	"Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)b
	15,7

	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0


a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos 
aplicados.

b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC en base a datos proporcionados por las autoridades del Perú.

177. La media simple de los aranceles NMF aplicados descendió del 13,6 por ciento en 1999 al 8,2 por ciento en abril de 2007 (cuadro III.3).
  Por otro lado, el coeficiente de variación aumentó de 0,3 en 1999 a 1,0 en 2007.  El tipo más alto, del 25 por ciento, se aplica a 343 líneas arancelarias correspondientes a la carne, los productos lácteos, las frutas y hortalizas, los cereales y las preparaciones alimenticias.

178. La media simple de los aranceles NMF aplicados a los productos agrícolas según la definición de la OMC es del 14,9 por ciento, frente al 17,8 por ciento en 1999.  La media simple aplicada a los productos no agrícolas es del 7,2 por ciento, frente al 13 por ciento en 1999.  Las disminuciones entre 1999 y 2007 reflejan principalmente reducciones en los aranceles aplicados a los bienes de capital y los insumos que no se producen en el Perú.  La reducción más reciente fue aprobada en diciembre de 2006 y afectó a unas 2.900 líneas arancelarias de diez dígitos, de las cuales aproximadamente el 97 por ciento pasaron de un tipo arancelario del 4 por ciento a un tipo del 0 por ciento.

Cuadro III.3
Análisis recapitulativo del arancel NMF, abril de 2007a
	Designación de los productos
	NMF
	Arancel consolidado promedio 
(%)

	
	Número de líneas
	Promedio (%)
	Intervalo (%)
	Coeficiente de variación (CV)
	

	Total
	7.351
	8,2
	0 - 25
	1,0
	30,2

	SA 01-24
	1.050
	15,1
	0 - 25
	0,5
	31,1

	SA 25-97
	6.301
	7,1
	0 - 20
	1,0
	30,0

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	963
	14,9
	0 - 25
	0,6
	31,2

	 - Animales y productos de origen animal
	111
	18,8
	0 - 25
	0,5
	30,0

	 - Productos lácteos
	37
	25,0
	25 - 25
	0,0
	41,3

	 - Café y té, cacao, azúcar, etc.
	179
	15,5
	0 - 25
	0,4
	31,6

	 - Flores cortadas, plantas
	55
	8,3
	0 - 12
	0,7
	30,0

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	222
	21,4
	0 - 25
	0,3
	30,0

	 - Cereales
	36
	11,3
	0 - 25
	0,8
	43,1

	 - Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	103
	6,6
	0 - 12
	0,9
	30,0

	 - Bebidas y líquidos alcohólicos
	58
	19,0
	0 - 25
	0,3
	30,0

	 - Tabaco
	12
	12,0
	12 - 12
	0,0
	30,0

	 - Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	150
	7,0
	0 - 17
	0,9
	30,0

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	6.388
	7,2
	0 - 20
	1,0
	30,0

	 - Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	6.351
	7,3
	0 - 20
	1,0
	30,0

	   - Pescado y productos de pescado
	172
	11,9
	0 - 12
	0,1
	30,0

	   - Productos minerales, piedras preciosas y metales 
      preciosos
	391
	5,9
	0 - 12
	1,0
	30,0

	   - Metales
	714
	6,5
	0 - 12
	0,9
	30,0

	   - Productos químicos y productos fotográficos
	1.555
	4,4
	0 - 12
	1,3
	30,0

	   - Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	214
	8,5
	0 - 20
	0,8
	30,0

	   - Madera, pasta de madera, papel y muebles
	373
	9,0
	0 - 12
	0,6
	30,0

	   - Textiles y vestido
	979
	17,0
	0 - 20
	0,3
	30,0

	   - Equipo de transporte
	214
	3,2
	0 - 12
	1,7
	30,0

	   - Maquinaria no eléctrica
	769
	2,2
	0 - 20
	2,4
	30,0

	Cuadro III.3 (continuación)

	   - Maquinaria eléctrica
	401
	4,9
	0 - 12
	1,2
	30,0

	   - Productos no agropecuarios n.e.p.
	569
	7,5
	0 - 12
	0,8
	30,0

	 - Petróleo
	37
	1,3
	0 - 12
	2,9
	30,0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	411
	12,0
	0 - 25
	0,7
	30,8

	Explotación de minas
	111
	6,8
	0 - 12
	0,9
	30,0

	Industrias manufactureras
	6.828
	8,0
	0 - 25
	1,0
	30,1

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos del reino animal
	305
	15,2
	0 - 25
	0,5
	31,5

	  02  Productos del reino vegetal
	384
	14,7
	0 - 25
	0,6
	31,3

	  03  Grasa y aceites
	64
	7,3
	0 - 12
	0,8
	30,0

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	297
	17,2
	0 - 25
	0,4
	30,7

	  05  Productos minerales
	202
	5,7
	0 - 12
	1,1
	30,0

	  06  Productos de las ind. químicas y de las ind. conexas
	1.465
	4,1
	0 - 17
	1,4
	30,0

	  07  Plástico y caucho
	312
	5,7
	0 - 12
	1,1
	30,0

	  08  Pieles y cueros
	79
	10,8
	0 - 12
	0,3
	30,0

	  09  Madera y manufacturas de madera
	107
	11,0
	0 - 12
	0,3
	30,0

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	246
	8,2
	0 - 12
	0,7
	30,0

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	966
	17,0
	0 - 20
	0,3
	30,0

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	56
	16,4
	12 - 20
	0,2
	30,0

	  13  Manufacturas de piedra
	174
	5,9
	0 - 12
	1,0
	30,0

	  14  Piedras preciosas, etc.
	57
	9,1
	0 - 12
	0,6
	30,0

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	700
	6,4
	0 - 12
	0,9
	30,0

	  16  Máquinas y aparatos
	1.195
	3,1
	0 - 20
	1,8
	30,0

	  17  Material de transporte
	226
	3,2
	0 - 12
	1,6
	30,0

	  18  Instrumentos de precisión
	290
	4,8
	0 - 12
	1,2
	30,0

	  19  Armas y municiones
	69
	12,0
	12 - 12
	0,0
	30,0

	  20  Manufacturas diversas
	150
	10,8
	0 - 12
	0,3
	30,0

	  21  Objetos de arte, etc.
	7
	12,0
	12 - 12
	0,0
	30,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	846
	10,3
	0 - 25
	0,8
	30,5

	Productos semielaborados
	2.504
	7,2
	0 - 25
	1,1
	30,1

	Productos totalmente elaborados
	4.001
	8,5
	0 - 25
	1,0
	30,1


a
Los cálculos toman en cuenta las sobretasas arancelarias, pero no las rebajas o recargos en forma de derechos específicos 
aplicados en el marco del sistema de franja de precios a 46 líneas arancelarias de 10 dígitos.

b
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).
Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades.
179. El Arancel de Aduanas consta de tres tipos:  0, 12 y 20 por ciento.  Además, el Perú aplica derechos arancelarios adicionales del 5 por ciento a las importaciones de algunos productos (ver infra).  Por lo tanto, en la práctica el Arancel consta de cinco tipos (0, 12, 17, 20 y 25 por ciento).  El tipo más frecuente es el 0 por ciento, que se aplica al 44 por ciento de las líneas arancelarias, seguido del 12 por ciento (41 por ciento de las líneas arancelarias), el 20 por ciento (10 por ciento de las líneas arancelarias), el 25 por ciento (5 por ciento de las líneas arancelarias) y el 17 por ciento (1 por ciento de las líneas arancelarias).

180. Existe progresividad arancelaria pero ésta no sigue las pautas típicas:  aunque el tipo medio aplicado a los productos acabados es superior al de los productos semiacabados, el tipo medio de los aranceles aplicado a las materias primas es superior al de los productos semiacabados y acabados (cuadro III.3).

c) Recargos arancelarios

181. El Perú aplica un recargo arancelario (denominado "sobretasa adicional arancelaria" y posteriormente "derecho arancelario adicional") del 5 por ciento a 392 líneas arancelarias de diez dígitos.  Los productos sujetos a esta medida están clasificados en los capítulos 1-24 del SA, excepto la dextrina y demás almidones y féculas modificados, clasificados en el capítulo 35 del SA.  Las sobretasas han estado en vigor desde 1997, aunque su monto y cobertura han variado en numerosas ocasiones.

182. Las sobretasas se aplican al valor c.i.f. de las importaciones.  Las importaciones efectuadas con arreglo a los acuerdos preferenciales suscritos por el Perú también están sujetas a las sobretasas.  En el marco de dichos acuerdos, los márgenes de preferencia se aplican a la suma de los tipos básicos y los tipos de la sobretasa adicional.
d) Concesiones arancelarias

183. El Perú mantiene un régimen de restitución de los derechos arancelarios (sección 3) iv)).  Asimismo, en el marco de la admisión temporal, se suspende el pago de los derechos arancelarios y demás impuestos que resultan de la importación de mercancías destinadas a ser exportadas luego de haber sido transformadas en el Perú.
  La importación temporal, que ofrece los mismos beneficios de la admisión temporal, se aplica a ciertas mercancías destinadas a ser exportadas sin haber sufrido modificaciones, salvo la "depreciación normal como consecuencia del uso".
  El plazo por el que las mercancías pueden permanecer en el Perú antes de ser exportadas no debe exceder 18 meses para las importaciones amparadas por la importación temporal, o 24 meses para las amparadas por la admisión temporal.  En 2006, las importaciones en el marco de la admisión temporal fueron de cerca de 394 millones de dólares EE.UU.;  en el marco de la importación temporal fueron de 1.151 millones de dólares EE.UU.

184. La importación de ciertos bienes aprobados por el MEF que se realice durante la fase de exploración de yacimientos de hidrocarburos está exonerada del pago de tributos, incluyendo los derechos arancelarios.
  Hasta 2004, el Estado asumió el pago de los derechos arancelarios (y el impuesto general a las ventas) derivados de la importación de ciertos insumos agropecuarios.
  El Decreto Legislativo N° 956 de 5 de febrero de 2004 eliminó este beneficio.

e) Consolidaciones

185. Las consolidaciones de las concesiones del Perú figuran en la Lista XXXV anexa al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.  La Secretaría de la OMC ha transpuesto los compromisos del Perú al SA 96.  El Comité de Acceso a los Mercados estaba evaluando la manera de dar efecto jurídico a estos cambios a mediados de 2007.

186. El Perú consolidó todo su arancel a un tipo máximo del 30 por ciento, excepto 29 líneas arancelarias, que fueron consolidadas a un tipo final del 68 por ciento.  Estas líneas corresponden a la leche, la mantequilla deshidratada, el trigo, el maíz, el arroz, el sorgo, la harina de trigo, los cereales cocidos y griñones de trigo, el azúcar y las pastas alimenticias.  La media de los tipos consolidados es del 30,2 por ciento.

187. La Secretaría de la OMC no identificó ninguna línea arancelaria con un tipo aplicado superior a su respectivo tipo consolidado.

f) Aranceles preferenciales

188. Desde enero de 2006, en el marco de su participación en la Comunidad Andina, el Perú concede trato en franquicia arancelaria a todas las importaciones procedentes de Bolivia, Colombia, el Ecuador y Venezuela que cumplen los requisitos de origen.  Esto es el resultado de un proceso de desgravación arancelaria gradual iniciado a partir de 1997.

189. El Perú también concede trato preferencial a las importaciones procedentes de países con los que ha suscrito acuerdos en el marco de la ALADI (cuadro AIII.1) y capítulo II 5)).

v) Otras cargas

190. Desde 2004 el Perú aplica una tasa de despacho aduanero a las importaciones superiores a tres unidades impositivas tributarias (UIT) (o, en 2007, S/. 10.350, alrededor de 3.252 dólares EE.UU.).  Las tasa se cobra "por la tramitación de la Declaración Única de Aduanas" en el marco de los regímenes de importación definitiva y de depósito de aduanas (sección 2) i)).
  Su monto se eleva al 2,35 por ciento de la UIT (equivalente a S/. 81,10, alrededor de 25,50 dólares EE.UU.).

191. El ISC grava la venta en el Perú al nivel del productor y la importación de los combustibles derivados del petróleo, el Pisco, la cerveza y los cigarrillos de tabaco negro y rubio (cuadro AIII.2).
  Asimismo, grava la venta en el Perú por el productor o el importador de los vehículos, el agua y las demás bebidas no alcohólicas, el vino, el vermut, la sidra y demás bebidas fermentadas, el alcohol etílico sin desnaturalizar, las bebidas espirituosas y los cigarros y cigarritos.  Estos bienes representan alrededor del 1,4 por ciento del universo arancelario.  Los juegos de azar y apuestas también están sujetos al ISC.

192. La base imponible para la cerveza y los cigarrillos de tabaco negro y rubio es el precio de venta al público sugerido por el importador o el productor, multiplicado por 0,84.
  El precio de venta al público incluye todos los tributos que afectan la importación, producción y venta.  Para los demás bienes sujetos al ISC a tipos ad valorem, la base imponible es el valor en aduana más los derechos de importación (productos importados) o el valor de venta, que no incluye el IGV (productos nacionales).

193. El Pisco está sujeto al ISC a un tipo específico de S./ 1,50 por litro, mientras que otras bebidas alcohólicas tales como los vinos de uva, bebidas fermentadas, aguardientes, whisky, ron y ginebra están sujetas al ISC a un tipo ad valorem del 20 por ciento (cuadro AIII.2).  Debido a esta diferencia de tipos, el ISC sobre el Pisco sería menor que el ISC sobre otras bebidas alcohólicas cuando el precio de estas últimas excede S./ 7,50 por litro (aproximadamente 2,36 dólares EE.UU. por litro).  Según las autoridades peruanas, los tipos del ISC que se aplican al Pisco y a las demás bebidas alcohólicas son equivalentes y el uso de un tipo específico para el Pisco responde a los esfuerzos del Perú por evitar la adulteración de esta bebida y alentar una mayor formalización del sector productivo.
194. Los vehículos usados de importación están sujetos al ISC a un tipo del 30 por ciento, a menos que hayan sido acondicionados o reparados en los CETICOS o la ZOFRATACNA y posteriormente importados al resto del territorio nacional, en cuyo caso están gravados a un tipo del cero por ciento.
  La importación a los CETICOS o a la ZOFRATACNA de vehículos usados también está gravada a un tipo del cero por ciento.  Este sistema impositivo otorga una ventaja fiscal a las operaciones de acondicionamiento o reparación de vehículos usados en los CETICOS y en la ZOFRATACNA, ya que los vehículos ahí modificados no quedan sujetos en ningún momento al pago del ISC para su internación en el resto del territorio nacional, mientras que otros vehículos usados importados están gravados con el ISC a un tipo del 30 por ciento (véase también la sección 4) iv)).

195. El IGV grava la importación y las ventas de la mayoría de los bienes y la prestación de servicios en cada etapa de comercialización.
  El tipo del IGV es del 17 por ciento.
  A esto se añaden dos puntos porcentuales correspondientes al impuesto de promoción municipal.
  La base imponible para los bienes importados es el valor en aduana más los derechos e impuestos que afectan la importación.
  Para los bienes nacionales, la base imponible es el valor de venta, incluido el ISC.

196. Las importaciones y las ventas nacionales de aproximadamente el 6 por ciento del universo arancelario están exoneradas del pago del IGV y el impuesto de promoción municipal;  entre los productos exonerados se encuentran ciertos animales vivos;  pescados excepto los destinados al procesamiento de harina y aceite;  leche cruda entera;  hortalizas, legumbres y varios otros productos comestibles frescos o refrigerados;  ciertas frutas frescas o secas;  café crudo o verde y té;  arroz con cáscara;  varias semillas para la siembra;  guano de aves marinas;  urea y sulfato de potasio para uso agrícola;  lanas y  algodón sin procesar;  y ciertos vehículos automóviles.

197. Varios servicios están exonerados del IGV y el impuesto de promoción municipal.  Los servicios de certificación, reparación, mantenimiento, inspección y prevención y control de accidentes de naves están exonerados del IGV y el impuesto de promoción municipal, pero sólo cuando se prestan a naves de bandera nacional.

198. Varias actividades también están exoneradas del ISC y el IGV (sección 4) iv) y capítulo IV).

199. Las importaciones y la primera venta de arroz pilado están sujetas al Impuesto a la Venta de Arroz Pilado (IPAV).
  El tipo del IPAV es del 4 por ciento del valor de la primera venta realizada en el Perú (arroz nacional) o del valor en aduana más los derechos e impuestos que afectan la importación (arroz importado).  La importación y venta de arroz pilado no está sujeto al IGV y el impuesto de promoción municipal.
  En 2001, el Perú abolió el impuesto especial a las ventas, que gravaba las importaciones y ventas de arroz en todas sus variedades.

vi) Restricciones cuantitativas, controles y licencias

200. El Perú prohíbe la importación de algunos productos (cuadro III.4).

Cuadro III.4

Importaciones prohibidas, marzo de 2007

	Producto (número de fracciones arancelarias de 10 dígitos afectadas)
	Motivoa
	Normab

	"Yoyo loco" (1)
	Protección de la salud
	Decreto Supremo N° 003-2004-SA de 19 de febrero de 2004

	Neumáticos usados (2)
	Sanidad, seguridad y protección del medio ambiente
	Decreto Supremo N° 003-2001-SA de 8 de febrero de 2001

	Bebidas alcohólicas extranjeras cuya denominación incluya la palabra "Pisco" (1)
	Denominación de origen protegida
	Ley N° 26426 de 1° de enero de 1995

	Ropa y calzado usados "con fines comerciales" (312)
	Sanidad
	Ley N° 28514 de 25 de mayo de 2005

	Motores, partes, piezas y repuestos usados para los vehículos que circulan por carretera (..)
	Seguridad
	Decreto Supremo N° 017-2005-MTC de 15 de julio de 2005


..
No disponible.
a
Según lo precisado en la legislación o lo expresado por la autoridades peruanas.
b
No se incluyen las normas modificatorias.
Fuente:
Secretaría de la OMC.

201. La importación de motores, partes, piezas y repuestos usados para los vehículos que circulan por carretera también está prohibida.  Se permite la importación de estos bienes si se usan para maquinaria o vehículos que circulan fuera de carretera, siempre que hayan sido remanufacturados y sean suministrados con garantía de fábrica "similar a la de una mercancía nueva".

202. La importación de algunos otros productos está sujeta a requisitos de autorización o registro, que generalmente buscan velar por la seguridad nacional, salvaguardar la salud de los consumidores o proteger el medio ambiente (cuadro AIII.3).  En su notificación en el marco del Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación, el Perú indicó que no cuenta con "un procedimiento administrativo referido al régimen de licencias de importación".

203. Por lo general, las autorizaciones y registros no se usan para limitar la cantidad de las importaciones.  Las autoridades peruanas indicaron que no existen circunstancias, aparte del incumplimiento de los criterios establecidos en la legislación, en que se puede rechazar una solicitud de autorización o registro.  Los criterios para obtener las autorizaciones y registros están contenidos en los "texto únicos" de procedimientos administrativos de la entidad responsable.  Los textos únicos también identifican a las entidades ante las que se puede interponer un recurso administrativo por denegación de una autorización o registro.

204. Las autorizaciones deben tramitarse ante cada una de las entidades responsables.  La Ley N° 28977 de 9 de febrero de 2007 dispone el establecimiento de una ventanilla única a cargo del MINCETUR para tramitar las autorizaciones.
  La legislación fija un plazo de cinco días para la realización de este trámite.  Estas disposiciones entrarán en vigor una vez que se publique el reglamento correspondiente.  Se prevé que la ventanilla única opere a partir de 2010.

205. El Decreto Supremo N° 058-2005-EF de 10 de mayo de 2005 dispone que el MEF es la única entidad facultada para "dictar medidas destinadas a restringir o impedir el libre flujo de mercancías mediante la imposición de trámites, requisitos o medidas de cualquier naturaleza que afecten las importaciones ...".
  Las autoridades peruanas indicaron que desde la entrada en vigor del Decreto, cada año el MEF ha revisado unas 30 regulaciones que afectan la comercialización interna o externa.

206. Sólo pueden ser importados los vehículos usados de cinco años o menos (o dos años o menos para ciertas categorías).  Estos vehículos no deben tener un kilometraje superior al que establece la normativa, ni deben haber sufrido "volcaduras o choques frontales laterales o traseros sustanciales".
  Además, deben haber tenido el volante a la izquierda desde el momento de su fabricación y sus emisiones no deben superar los límites máximos establecidos en la normativa.  Los vehículos usados importados a los CETICOS y la ZOFRATACNA no necesitan cumplir los requisitos relativos a las volcaduras o choques y las emisiones, y pueden haber sido fabricados con el volante a la derecha.
  La importación a los CETICOS y la ZOFRATACNA de vehículos de pasajeros con más de nueve asientos y los de carga de más de 3.000 kg está prohibida.

vii) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

b) Disposiciones generales
207. Como parte del Acta Final de la Ronda Uruguay, el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias y el Acuerdo sobre Salvaguardias pasaron a ser parte de las leyes nacionales del Perú el 1° de enero de 1995.

76. En el marco de la Comunidad Andina (CAN), las disposiciones en materia de defensa comercial son la Decisión Nº 283 de 1991 para prácticas de dumping y subsidios originadas en terceros países;  la Decisión Nº 456 de 1999 para prácticas de dumping originadas en un país miembro de la CAN;  la Decisión Nº 457 de 1999 para subvenciones intracomunitarias;  la Decisión Nº 563 de 2003 para salvaguardias intracomunitarias;  y la Decisión Nº 452 de 1999 para salvaguardias a terceros países.  La Secretaría General de la CAN es la encargada de realizar dichas investigaciones, las cuales pueden ser solicitadas por productores nacionales o gobiernos de los países de la CAN.

c) Medidas antidumping y compensatorias

77. En materia de antidumping y derechos compensatorios la principal normativa nacional es el Decreto Supremo Nº 006-2003-PCM, Reglamento sobre Dumping y Subsidios.  Dicho reglamento fue aprobado en 2003 y deroga la anterior normativa (Decretos Supremos Nº 043-97-EF, Nº 144-2000-EF, Nº 225-2001-EF).  La nueva reglamentación disminuye la dispersión de la normativa y, de acuerdo a las autoridades peruanas, busca reducir los espacios de discrecionalidad en las investigaciones sobre dumping y subsidios con el fin de brindar previsibilidad y transparencia al proceso de investigación.  Los Decretos Supremos No 133-91-EF y 052-92-EF siguen en vigor y se aplican a los países que no son miembros de la OMC.

78. El Perú notificó el Decreto Supremo Nº 006-2003-PCM en marzo de 2003.
  Dicha notificación dio lugar a una serie de preguntas, a las cuales el Perú proporcionó respuestas.
  Las preguntas estuvieron relacionadas con cuestiones tales como devolución de derechos pagados, avisos públicos, responsabilidad de las partes que no brinden información o entorpezcan una investigación, multas y sanciones, evaluación acumulativa de las importaciones, exámenes intermedios y realizados al expirar una medida, verificación, apoyo de la rama de producción nacional, oportunidades para presentar comentarios y alegatos, apelaciones, acceso a información y documentos, confidencialidad de la información y subvenciones supeditadas a las exportaciones y de créditos.

79. La autoridad peruana competente para investigar casos de dumping y subsidios es la  Comisión de Fiscalización de Dumping y Subsidios (CFDS) del INDECOPI.
  La CFDS cuenta además con una Secretaría Técnica.  La CFDS es también la autoridad administrativa de primera instancia con facultades para iniciar y resolver investigaciones relativas a importaciones que son objeto de dumping o de subvenciones.  La interpretación y aplicación de las decisiones en segunda instancia y en la instancia administrativa final corresponde al Tribunal del INDECOPI, cuyas decisiones pueden apelarse directamente ante la Corte Superior del Perú.

80. El número de investigaciones antidumping iniciadas aumentó considerablemente durante el período bajo examen (cuadro III.5).  El Informe de la Secretaría para el anterior Examen del Perú indicó que entre octubre de 1994 y diciembre de 1999 la CFDS había iniciado 22 investigaciones antidumping.  En contraste, durante el período enero de 2000 a diciembre de 2006 se iniciaron 50 investigaciones antidumping (cuadro III.5).
Cuadro III.5

Medidas antidumping y compensatorias, 2000-06 

	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Antidumping
	
	
	
	
	
	
	

	  Iniciaciones
	1
	10
	13
	5
	7
	11
	3

	  Medidas provisionales impuestas
	1
	8
	5
	2
	4
	0
	1

	  Medidas antidumping definitivas 
	1
	10
	8
	3
	6
	7
	0

	  Revocaciones
	0
	0 
	0 
	0 
	0 
	0 
	2 

	Compensatorias
	
	
	
	
	
	
	

	  Iniciaciones
	1
	0
	1
	0
	0
	0
	0

	  Medidas provisionales impuestas
	0
	1
	1
	0
	0
	0
	0

	  Medidas compensatorias definitivas 
	0
	1
	0
	1
	0
	0
	0

	  Revocaciones 
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0


Fuente:
Secretaría de la OMC e información proporcionada por las autoridades.

81. El incremento del número de investigaciones en años recientes se debería principalmente a una mayor difusión de los Acuerdos de la OMC, incluyendo las medidas de defensa comercial.
  Asimismo, este incremento sería consecuencia de un mayor número de solicitudes de investigación para la aplicación de medidas antidumping concentradas en los productos de acero y sus derivados.

82. A fines de 2006 se encontraban vigentes 34 derechos antidumping definitivos.  De estos, 11 se aplican a productos importados de China y 5 a productos procedentes de Chile.  Los productos a los que se les aplican estos derechos son diversos, entre ellos, acero, calzado, tablas bodyboard, tejidos de algodón, vajillas, y refrescos entre otros (cuadro AIII.4).

83. A fines de 2006, prácticamente todas las medidas antidumping finales adoptadas antes de 2000 habían sido revocadas.  Únicamente se mantenían las medidas impuestas en 1995 contra importaciones de diversos tejidos procedentes de China, luego de una revisión de los derechos antidumping en 2001.  Asimismo, se mantienen medidas antidumping impuestas contra países que no son miembros de la OMC a partir de 1999.

84. En el marco de la Comunidad Andina los productores peruanos han solicitado cinco investigaciones sobre dumping desde 1995:  tres han sido rechazadas, una resultó improcedente y la última, en contra de las importaciones de perfiles de aluminio procedentes del Ecuador, se declaró fundada y en virtud de la Decisión 456 de la Comunidad Andina se procedió a imponer derechos antidumping (Resolución N° 609 del 2001). 

85. Entre enero de 2000 y diciembre de 2006, el Perú llevó a cabo dos investigaciones contra prácticas de subvención (cuadro AIII.5).  A principios de 2007, sólo se encontraban vigentes los derechos compensatorios correspondientes a las importaciones de aceite de oliva procedentes de la Unión Europea.

d) Salvaguardias

86. En materia de salvaguardias, en el marco de la OMC, el reglamento nacional es el Decreto Supremo Nº 020-98-ITINCI que aprueba las normas reglamentarias de los Acuerdos sobre Salvaguardias y de Textiles y Vestido de la OMC, el cual fue modificado por el Decreto Supremo Nº 017-2004-MINCETUR.  En 2003 se aprobó el Decreto Supremo Nº 023-2003-MINCETUR, Reglamento de salvaguardias de transición, al amparo de las normas y compromisos de la OMC.

87. La autoridad peruana responsable de la aplicación de medidas de salvaguardia es una Comisión Multisectorial conformada por el Ministro de Economía y Finanzas, el Ministro de Comercio Exterior y Turismo y el Ministro del sector al que pertenezca la rama de producción nacional afectada.  La Comisión de Fiscalización de Dumping y Subsidios del INDECOPI lleva a cabo las investigaciones.  Las decisiones adoptadas por la Comisión Multisectorial se formalizarán mediante Decreto Supremo del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo refrendado por los Ministros de la Comisión Multisectorial. 

88. Durante el período bajo examen, el Perú aplicó medidas de salvaguardia provisional en dos ocasiones.  En diciembre de 2003 se aplicaron salvaguardias provisionales a confecciones textiles originarias de China en el marco del mecanismo de salvaguardia de transición para productos específicos contenido en el Protocolo de Adhesión de la República Popular China a la OMC.  La medida se aplicó por un período de 200 días, luego de lo cual Perú decidió no aplicar medidas de salvaguardia definitivas. 

89. El 22 de agosto de 2004 el Gobierno del Perú inicio una investigación de oficio para la aplicación de salvaguardias a las importaciones de confecciones textiles.  Para la apertura de la investigación se argumentó que la rama de producción nacional estaba conformada en gran medida por micro y pequeñas empresas y se trataba de una rama de producción atomizada.  La investigación dio por resultado la aplicación de salvaguardias provisionales por 200 días.  El 4 de mayo de 2005, el Perú dio por concluida la aplicación de medidas de salvaguardia provisionales, sin imposición de medidas de salvaguardia definitivas.
 

90. En cuanto a las medidas de salvaguardia a países no miembros de la OMC, en septiembre de 1999 el Perú inició una investigación contra Rusia y Ucrania sobre planchas de acero laminadas en frío y en caliente;  la decisión definitiva fue la no imposición de la medida.  La Comisión de Fiscalización de Dumping y Subsidios mediante Informe Técnico N° 006-2000/CDS-INDECOPI de 21 de marzo de 2000 determinó que la solicitud era improcedente.

91. En el marco de la Comunidad Andina desde 1995 el Perú ha iniciado cinco investigaciones por salvaguardia, dos de las cuales fueron denegadas y dos fueron consideradas inadmisibles.  En la última, en 2004, en el marco del Articulo 97 del Acuerdo de Cartagena la Secretaría General de la Comunidad Andina dio un pronunciamiento de confirmación parcial para las importaciones de oleaginosas. 

92. En el marco de la ALADI, el Perú ha incluido disposiciones en materia de salvaguardias bilaterales en sus Acuerdos Comerciales con Chile (ACE 38), MERCOSUR (ACE 58), México (ACE 8) y Cuba (ACE 50).  Sin embargo, a mediados de 2007 el Perú no había iniciado ningún procedimiento bajo estos regímenes.  

viii) Reglamentos técnicos y normas

e) Disposiciones generales

93. La política en materia de reglamentos técnicos y normas está definida en la Resolución Legislativa Nº 26407 de diciembre de 1994 y en los Decretos Legislativos Nº 668 de septiembre de 1991 y Nº 682 de octubre de 1991, así como en los Decretos Ley Nº 25629 de julio de 1992 y Nº 25909 de noviembre de 1992.  Además se aplican las Decisiones de la Comisión de la Comunidad Andina Nº 419, 562, 506 y 615.

94. El INDECOPI es el responsable de elaborar "normas técnicas" (equivalentes a normas en la OMC), mientras que los distintos Ministerios del gobierno central, en el ámbito de sus competencias, son los responsables de elaborar los reglamentos técnicos.  Además, conforme a los Decretos Supremos Nº 058-2005-EF de mayo de 2005 y Nº 149-2005-EF de noviembre de 2005, dichos reglamentos técnicos deben contar con el refrendo del MEF.  En la práctica, cuando algún Ministerio en el ámbito de su competencia aprueba un reglamento técnico que usa o referencia una norma, el INDECOPI por razones de transparencia publica dicha norma en su página web bajo el título de “Normas Técnicas Obligatorias”, indicando detalles del reglamento técnico que la hace obligatoria. 

95. El Perú notificó a la OMC que el 1° de enero de 1995 entró en vigencia la Resolución Legislativa N° 26407 de 18 de diciembre de 1994 que incorporó a la legislación peruana el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y otros Acuerdos Multilaterales.
  Asimismo notificó a la Comisión de Reglamentos Técnicos y Comerciales (CRT) del INDECOPI como Servicio Nacional de Información, y al entonces Vice Ministerio de Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales Internacionales del Ministerio de Industria, Turismo, Integración y Negociaciones Comerciales Internacionales como responsable de las notificaciones.  Luego de un reforma del Poder Ejecutivo, la entidad responsable de notificación es el Vice Ministerio de Comercio Exterior del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo (MINCETUR).  El Perú también notificó que la CRT aceptó el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas desde junio de 1995.

96. En el seno del Comité sobre OTC, se han presentado preguntas sobre los reglamentos técnicos adoptados por el Perú en relación por ejemplo a alimentación infantil, así como a información contenida en el etiquetado del calzado.
  El Perú ha hecho comentarios en relación a la norma de etiquetado para conservas de sardinas por la Unión Europea.

97. La CRT tiene tres funciones principales:  i) aprobar normas técnicas recomendables para todos los sectores así como los reglamentos sobre metrología legal;  ii) evaluar y calificar a las entidades públicas y privadas a través de procedimientos administrativos de acreditación para que brinden servicios de evaluación de la conformidad;  y iii) velar por la defensa de las normas que rigen la libertad de comercio exterior en conformidad con el Decreto Legislativo N° 668 y el Decreto Ley N° 25629, que garantizan la libertad de comercio exterior.

98. La CRT examina (incluso bajo investigaciones iniciadas de oficio) si se justifican cualesquiera obstáculos no arancelarios al comercio que dicte algún organismo publico.  Dicha facultad quedó temporalmente debilitada con el Decreto Legislativo Nº 807 de 18 de abril de 1996, en virtud del cual la CRT no podía suspender medidas no arancelarias sino únicamente enviar un informe especial a la presidencia del Consejo de Ministros con recomendaciones.  Sin embargo, la facultad de la CRT de suspender dichas medidas quedó restituida mediante la Ley 28996 de 4 de abril de 2007, aunque sólo para exámenes iniciados por denuncia de una de las partes.

99. La CRT, en su calidad de Organismo Nacional de Normalización tiene la responsabilidad de aprobar las normas y reglamentos metrológicos y ponerlas a disposición de todos los interesados.  Dichos dispositivos son fruto de un diálogo entre el sector público y privado, generalmente a partir de diagnósticos sectoriales y son preparados por los Comités Técnicos integrados por productores, importadores, comercializadores, consumidores, Ministerios y otros entes técnicos quienes elaboran un proyecto de norma técnica, la cual es posteriormente elevada a la CRT para su aprobación.  Existen 81 Comités Técnicos conformados de los cuales 66 se encuentran activos.

100. La referencia normativa para la elaboración de normas y reglamentos técnicos es el Anexo 3 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos de la OMC;  las Directivas del Código de Buenas Prácticas para la Normalización de la ISO;  la Decisión N° 419 (que establece el Sistema Andino de normalización, acreditación, ensayos, certificación, reglamentos técnicos y metrología);  la Decisión Nº 562 (sobre directrices para la elaboración, adopción y aplicación de reglamentos técnicos);  y la Resolución 313 de la Secretaría General de la Comunidad Andina.  El Perú participa en los diversos foros relacionados a la normalización a nivel internacional, como la ISO, IEC, Codex Alimentarius; así como en acuerdos comerciales;  a nivel regional en la Comisión Panamericana de Normas Técnicas (COPANT), el Congreso del Área del Pacífico para Normas Técnicas (PASC), el Foro del Asia Pacífico de Metrología Legal y el Sistema Interamericano de Metrología (SIM);  y a nivel subregional, el Comité Andino de Normalización.

101. Mediante el Decreto Supremo N° 149-2005-EF de noviembre de 2005 (modificado por el Decreto Supremo N° 001-2006-EF de enero de 2006) se aprobaron disposiciones reglamentarias a obstáculos técnicos al comercio para bienes y servicios.  Este Decreto incluye disposiciones de transparencia que señalan que el plazo entre la publicación de un reglamento técnico y su entrada en vigencia no será inferior a seis meses.  Asimismo, se indica que las mercancías importadas sujetas al cumplimiento de reglamentos técnicos deberán presentar una Constancia de Cumplimiento del Reglamento Técnico, la cual tendrá una vigencia de un año y será otorgada por el Ministerio del sector correspondiente bajo procedimientos transparentes, claros, predecibles y criterios no discriminatorios.  Finalmente, con el fin de asegurar la transparencia, el sector que elabore reglamentos técnicos debe publicarlos en el Diario Oficial El Peruano o en la página web del sector por un plazo de por lo menos 90 días calendario para la recepción de comentarios; ello sin perjuicio de las notificaciones previstas a la OMC y a la CAN.

f) Aplicación

102. Las autoridades peruanas indicaron que existen 4.206 normas aprobadas, de las cuales 4.163 estaban vigentes a diciembre de 2006.  Al respecto, 2.499 fueron aprobadas por el ITINTEC y 1.664 por el INDECOPI.  Las normas aprobadas por el ITINTEC se encuentran en proceso de actualización.  De las normas referidas a la gestión del INDECOPI, 448 son idénticas a normas internacionales y 69 están basadas en dichas normas.  En el período 2000-06, 1.209 normas fueron aprobadas.  

103. Con relación a los reglamentos técnicos, las autoridades indicaron que se encontraban realizando un inventario de los reglamentos técnicos vigentes, el cual se concluiría en el segundo semestre de 2007 y se pondría a disposición del público en general a través de una página web.  

104. Generalmente, los reglamentos técnicos peruanos se basan en normas internacionales, cuando este no es el caso (por diferencias en condiciones de desarrollo, avances tecnológicos, entre otros), se utilizan prácticas regionales o de terceros países.  

105. Las Decisiones N° 562 y N° 615 de la Comunidad Andina establecen procedimientos de transparencia para el proceso de expedición de reglamentos técnicos, los cuales prevén plazos para la publicación en el Diario Oficial, recepción de comentarios, publicación y puesta en vigencia.  Dicha normativa también contempla la expedición de reglamentos técnicos de emergencia, para los cuales se prevén plazos menores. 

106. En la preparación del reglamento técnico, el plazo de la consulta pública ante la OMC es de 90 días calendario, contados a partir de la notificación publicada en la OMC.  Se contempla además que el plazo entre la publicación del Reglamento Técnico y su entrada en vigencia no será inferior a seis meses.  Un tercer país puede solicitar que se amplíe el plazo de consulta pública, antes del vencimiento de los 90 días indicados.  Las observaciones que se reciben como resultado de la consulta pública son evaluadas por el Ministerio competente, quien las aprueba o rechaza.

107. Las normas pueden convertirse en obligatorias si las partes convienen en ello o bien con arreglo a un reglamento técnico dictado por una entidad reguladora.  A principios de 2007 existían 81 normas que habían sido convertidas en obligatorias, en tanto que habían sido referidas o incorporadas en algún reglamento técnico. 

108. La CRT es la autoridad independiente encargada de administrar en el ámbito nacional el sistema de acreditación conforme a criterios y normas internacionales.  La CRT acredita laboratorios de ensayo y calibración, organismos de inspección, organismos de certificación de productos y organismos de certificación de sistemas de gestión de calidad.  

109. Según información proporcionada por las autoridades peruanas, se han acreditado 29 laboratorios de ensayo, 2 laboratorios de calibración, 13 organismos de certificación de productos y 2 organismos de certificación de sistemas de gestión de calidad.  

110. El Perú participa en los diversos foros relacionados a la evaluación de la conformidad. A nivel regional en la Cooperación Interamericana de Acreditación (IAAC) y a nivel subregional en el Comité Andino de Acreditación.  La CRT participa en el Acuerdo de Reconocimiento Multilateral de la IAAC para la Acreditación de Organismos de Certificación de Sistemas de Gestión de Calidad.  

111. En el ámbito voluntario, la evaluación de la conformidad la realizan de manera oficial los organismos de evaluación de la conformidad acreditados.  En el ámbito obligatorio, en el caso de no existir algún organismo de evaluación de la conformidad acreditado, los Ministerios pueden autorizar a un organismo de evaluación de la conformidad. 

112. Las autoridades señalaron que no existe un procedimiento de aplicación general para la verificación del cumplimiento con los reglamentos técnicos;  sin embargo, de acuerdo a la Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, se deben privilegiar los controles posteriores.  También indicaron que una vez que los productos han ingresado al mercado interno, los Ministerios, en el ámbito de su competencia, efectúan diversas acciones de vigilancia de mercado de carácter permanente o temporal, de oficio o a solicitud de parte, a fin de fiscalizar el cumplimiento de sus respetivos reglamentos técnicos.

vii) Medidas sanitarias y fitosanitarias

113. Las autoridades peruanas competentes en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias (MSF) son:  en fito y zoosanidad, el Servicio Nacional de Sanidad Agraria (SENASA) del Ministerio de Agricultura;  en inocuidad alimentaria de productos procesados, la Dirección General de Salud Ambiental (DIGESA) del Ministerio de Salud;  y en sanidad de productos hidrobiológicos, el Instituto Tecnológico Pesquero (ITP) del Ministerio de la Producción, que es la autoridad competente del Servicio Nacional de Sanidad Pesquera (SANIPES). 

114. El punto de contacto del Perú en materia de MSF es el SENASA.

115. El Perú ha participado en las reuniones del Comité de MSF de la OMC, planteando varias preocupaciones comerciales específicas.
  Asimismo, el Perú ha comunicado a los otros Miembros de la OMC sus avances en cuanto a su gestión sanitaria y fitosanitaria como por ejemplo sus experiencias en los Programas Nacionales de Erradicación de la Mosca de la Fruta y de la Fiebre Aftosa.

116. Entre 2000 y 2006, el Perú presentó a la OMC 126 notificaciones de MSF.
  Según las autoridades, un 100 por ciento de las notificaciones fueron sobre medidas basadas en una directriz internacional y un 31,7 por ciento (40 notificaciones) corresponden a notificaciones de medidas de urgencia. 

117. El Perú es miembro de la Comisión del Codex Alimentarius y de la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE) y es también Parte Contratante de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF).  Desde 2000 el Perú ha suscrito acuerdos en materia sanitaria y fitosanitaria con 13 socios comerciales.
 

118. En materia sanitaria y fitosanitaria, el Perú enmarca sus labores en el Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC. La normativa nacional fito y zoosanitaria está dada principalmente por el Decreto Ley N° 25902 de 29 de noviembre de 1992, Ley Orgánica del Ministerio de Agricultura, Creación del Servicio Nacional de Sanidad Agraria;  la Ley N° 27322 de 23 de julio de 2000, Ley Marco de Sanidad Agraria;  el Decreto Supremo N° 048-2001-AG de 29 de julio de 2001 que establece el Reglamento General de la Ley Marco de Sanidad Agraria;  el Decreto Supremo Nº 008-2005-AG de 9 de febrero de 2005, que aprueba el Reglamento de Organización y Funciones del SENASA.
  

119. En el marco de la inocuidad alimentaria, existen la Ley Nº 26842 (Ley General de Salud), el Decreto Supremo N° 007-98 SA, (Reglamento sobre Vigilancia y Control Sanitario de Alimentos y Bebidas), y la Resolución Ministerial N° 449-2006 de mayo de 2006 del Ministerio de Salud (norma sanitaria para aplicación del Sistema HACCP en la fabricación de alimentos y bebidas), entre otras.

120. Las principales normas legales sobre sanidad pesquera son la Ley Nº 28559 de 29 de junio del 2005 Ley del Servicio Nacional de Sanidad Pesquera (SANIPES);  el Decreto Supremo Nº 040-2001-PE de 17 de diciembre del 2001, que aprueba la Norma Sanitaria para las Actividades Pesqueras y Acuícolas;  el Decreto Supremo Nº 07-2004-PRODUCE de 26 de marzo de 2004, que aprueba la Norma Sanitaria de Moluscos Bivalvos Vivos;  y el Decreto Supremo Nº 025-2005-PRODUCE de 30 de septiembre de 2005, que aprueba el Reglamento de la Ley del SANIPES.

121. La Ley Marco de Sanidad Agraria definió al SENASA como organismo publico descentralizado del Ministerio de Agricultura con independencia técnica, económica, financiera y administrativa.  El SENASA, brinda servicios de inspección, verificación y certificación fitosanitaria y zoosanitaria;  diagnostica, identifica y provee controladores biológicos.  Además, registra y fiscaliza plaguicidas y productos pecuarios, así como a los importadores, fabricantes, puntos de venta y profesionales encargados, e igualmente emite licencias de internamiento de productos agropecuarios. 

122. Los análisis de riesgos (ARP) los realizan principalmente el SENASA y el SANIPES, y son generalmente realizados a iniciativa de los importadores o de oficio.  Las autoridades señalaron que los ARP son gratuitos.  También indicaron que el tiempo promedio de desarrollo de los mismos en el área vegetal es generalmente de un año, debido a la falta de cooperación del país exportador o porque el cuestionario no provee información necesaria para el análisis.  En el área animal, el tiempo promedio es de tres meses.  En el área animal, los ARP realizados durante el período bajo examen han estado relacionados a la Encefalopatía Espongiforme Bovina (EEB) así como a la Influenza Aviar. 

123. El SANIPES realiza los ARP en lo relativo a las diferentes actividades pesqueras.  El tiempo de desarrollo del mismo varía, por ejemplo en el caso de los estudios sanitarios para la aprobación de un área para la explotación de moluscos bivalvos según la normativa debe ser mínimo un año;  en el caso de la norma para la harina y aceite de pescado fluctúa entre tres a seis meses. 

124. En materia de inocuidad de los alimentos procesados, mediante el Decreto Supremo Nº 007-98-SA de septiembre de 1998,  se creó una norma sanitaria matriz para la vigilancia y control sanitario en materia de alimentos y bebidas en la cadena productiva.  Las autoridades indicaron que esta norma armoniza los reglamentos nacionales con las normas internacionales, en particular, las del Codex Alimentarius.  Asimismo, el Perú ha adoptado las normas internacionales sobre el establecimiento de certificados sanitarios de los alimentos así como aquellas relacionadas a valuaciones nutricionales.  Las autoridades hicieron notar que la armonización y adopción de estándares internacionales en inocuidad alimentaria ha facilitado la negociación de acuerdos de equivalencia con terceros países que son mercados de destino de exportaciones peruanas.  

125. El SENASA también aprobó en el período 2000-05 una serie de normas relativas a insumos agrícolas, entre ellas, aquellas relativas al Registro Nacional de plaguicidas químicos de uso agrícola. Asimismo, el SENASA llevo a cabo el control y erradicación de plagas y enfermedades, reconociendo zonas nacionales libres de enfermedades como la fiebre aftosa, influenza aviar, brucelosis bovina y caprina entre otras y de plagas, como las moscas de la fruta.

126. Todos las plantas, productos vegetales y otros artículos reglamentados, así como los animales,  productos y subproductos de origen animal requieren de una licencia fitosanitaria de internación o certificado zoosanitario de internamiento, respectivamente.  El Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) del SENASA contiene los requisitos que deben cumplirse para obtener dicha autorización de ingreso.  Para algunos productos, es necesario gestionar antes del embarque un permiso fito o zoosanitario de importación con el fin de conocer los requisitos que debe cumplir determinado producto para su ingreso al país; los productos que no cumplen con los requisitos fito o zoosanitarios establecidos, son rechazados.

127. Todas las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de fabricación, formulación, importación, exportación, envasado, distribución, almacenamiento y comercialización de plaguicidas agrícolas o insumos pecuarios (incluido alimento para animales) deben estar inscritas en el Registro de Empresas, mientras que las dedicadas a la multiplicación de semillas tienen la obligación de inscribirse en el Registro de Productores de Semillas.  Ambos Registros son conducidos por el SENASA.  

128. El costo de las evaluaciones de conformidad e inspecciones, así como todos los otros servicios técnicos y de análisis de laboratorio, incluyendo las visitas de inspección, en los casos fito y zoosanitarios son pagados por los usuarios.  Dichos costos están establecidos en el (TUPA) del SENASA.  Las inspecciones sanitarias y fitosanitarias pueden ser realizadas en frontera, al interior del país, o en origen.

129. En el caso de la inocuidad alimentaria, el costo de evaluaciones de conformidad e inspecciones, así como todos los otros servicios técnicos y de análisis de laboratorio, incluyendo las visitas de inspección, son cancelados por el solicitante.  En cuanto a la habilitación sanitaria, uno de los requisitos es la inspección cuyo pago es también asumido por el solicitante.  La inspección de vigilancia sanitaria es asumida por el Estado.  Dicha inspección puede ser realizada en frontera, al interior del país, o en origen.

130. En el caso de sanidad pesquera, el SANIPES de oficio realiza labores de inspecciones y de auditorías sanitarias a las diferentes actividades pesqueras y acuícolas;  por otro lado, los servicios de inspección o de evaluación de la conformidad pueden ser solicitados por las empresas quienes deben pagar por el servicio.

131. En cuanto a los productos genéticamente modificados, el Perú cuenta con la Ley N° 27104 (Ley de prevención de riesgos derivados del uso de la biotecnología) de mayo de 1999, el Decreto Supremo N° 108-2003-PCM (Reglamento de la Ley N° 27104), por los que se regula la importación de productos genéticamente modificados; así como el Decreto Supremo N° 022-2004-RE que ratifica el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica.  Cabe indicar que no existe normativa para reglamentar el mercado interno de productos genéticamente modificados y, a mediados de 2007, no se había emitido ninguna licencia bajo la Ley N° 27104 para la comercialización de dichos productos.

5) Medidas que Afectan a las Exportaciones

i) Registro y documentación

208. Los exportadores pueden realizar los trámites de exportación sin recurrir a un agente de aduana.  A tal efecto, deben estar autorizados por la SUNAT, para lo cual deben cumplir los requisitos contenidos en el Reglamento de la Ley General de Aduanas.
  No es necesario estar autorizado por la SUNAT para realizar exportaciones de 2.000 dólares EE.UU. o menos.

209. Los documentos que se requieren para exportar son la declaración de aduana, la factura comercial y el documento de transporte.  La exportación de ciertas mercancías requiere documentos adicionales tales como las autorizaciones (sección 4) ii)).
  Para las exportaciones de 2.000 dólares EE.UU. o menos se usa una declaración simplificada.

210. La SUNAT somete las exportaciones a un sistema de control aleatorio, tomando en cuenta variables de análisis de riesgo.  Los controles pueden ser documentales o físicos.  Según las autoridades peruanas, alrededor del 5 por ciento de las operaciones de exportación se controlan físicamente.

ii) Otras cargas

211. Las exportaciones no están sujetas a ninguna carga o tributo.
  El impuesto general a las ventas pagado en la adquisición de insumos para la producción de bienes destinados a la exportación resulta en un crédito fiscal a favor del exportador.
  El impuesto teórico del cero por ciento que se aplicaba a las exportaciones con fines estadísticos fue eliminado mediante el Decreto Legislativo N° 951 de 3 de febrero de 2004.

iii) Restricciones cuantitativas, controles y licencias

212. El Perú continúa prohibiendo la exportación de los especímenes de uña de gato (Uncaria tomentosa y Uncaria guianensis) "en forma natural o con procesos de transformación mecánica" que no provengan de determinadas áreas y la exportación de las alpacas y las llamas que han ganado premios en concursos oficiales.

213. Está prohibida la exportación de la madera "en troza" y otros productos del bosque "en estado natural", exceptuados los provenientes de viveros o plantaciones forestales y los que "no requieran de transformación para su consumo final".
  

214. Además, se prohíbe la exportación de semillas, especímenes y productos de la maca (Lepidium meyenii, Lepidium peruvianum) "al estado natural o con proceso de transformación primaria".
  El objetivo de esta medida es promover la exportación de la maca "con mayor valor agregado".
  Está prohibida la exportación de especímenes de camu camu (Myrciaria dubia) "al estado natural y con procesos de transformación mecánica primaria", exceptuados los productos "al estado de extractos o pulpa procesada".
  Esta medida responde a la necesidad de promover la inversión privada ante la creciente demanda del camu camu en los mercados internacionales.

215. Se prohíbe la exportación de semillas, frutos "y cualquier otra estructura botánica, al estado natural, que pueda ser destinada para obtener material genético del pijuayo (Bactris gasipaes Kunth) tipo sin espinas".
  Esta medida se encuadra en los esfuerzos del Perú por controlar el acceso a sus recursos genéticos.

216. Las exportaciones de algunos productos están sujetas a controles y por lo tanto requieren de autorizaciones.  Algunos de estos controles se aplican en cumplimiento de los compromisos internacionales del Perú.  Entre los productos sujetos a requisitos de autorización se encuentran:  las especies hidrobiológicas;  flora y fauna silvestres;  estupefacientes, psicotrópicos y precursores;  productos que pudieran ser destinados a la elaboración de drogas;  armas, municiones, explosivos y artículos conexos de uso civil;  documentos que contienen una descripción histórica o geográfica de los límites del Perú;  bienes del patrimonio cultural de la nación;  y gas licuado de petróleo y otros derivados de los hidrocarburos.

217. El Ministerio de Agricultura debe fijar anualmente contingentes para las exportaciones de las alpacas y las llamas.
  Esta medida forma parte de un régimen que busca promover la crianza, producción, comercialización y consumo de estas especies.
  Las autoridades peruanas indicaron que el Perú eliminó el contingente a las exportaciones de guano en 2000.

iv) Subvenciones, concesiones en materia de cargas e impuestos y zonas francas

218. El Perú notificó a la OMC que no concedió ninguna subvención a la exportación de productos agropecuarios entre 2000 y 2002.
  No notificó ninguna subvención específica en el sentido del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias para el período 2000-06.

219. El Perú mantiene un régimen de restitución de derechos arancelarios, que ha sufrido numerosas modificaciones desde su creación en 1995.  En el marco de este régimen, los exportadores reciben el 5 por ciento del valor f.o.b. de sus exportaciones o el 50 por ciento de su costo de producción, cualquiera que sea menor.  Para beneficiarse de este régimen, los exportadores deben cumplir ciertas condiciones.
  Por ejemplo, el valor c.i.f. de los insumos importados no debe superar el 50 por ciento del valor f.o.b. del producto exportado.  Los beneficios otorgados a una línea arancelaria de diez dígitos cesan una vez que una empresa exporta más de 20 millones de dólares EE.UU. de productos correspondientes a dicha línea.
220. En el marco del régimen de restitución de derechos arancelarios, la exportación de unas 270 fracciones arancelarias de 10 dígitos no da derecho a ninguna restitución de derechos arancelarios.
  Entre los productos excluidos están los desperdicios de origen animal, café, grasas y aceites de pescado, azúcar, residuos alimenticios, minerales, pieles, lana, desperdicios de fibras textiles y artículos de joyería y orfebrería.

221. En 2006, fueron restituidos alrededor de 154,3 millones de dólares EE.UU. en el marco del régimen de restitución de derechos arancelarios.  En 2005, el monto restituido fue de 141,0 millones de dólares EE.UU.

222. A mediados de 2005, el Perú eliminó los requisitos de exportación que debían cumplir las empresas para obtener los beneficios disponibles en el marco de los CETICOS y la ZOFRATACNA (sección 4) iv)).

223. El Perú mantiene regímenes que suspenden el pago de los derechos arancelarios y demás impuestos que resultan de la importación de mercancías destinadas a ser exportadas (sección 2) iv)).

v) Financiación, seguro y promoción

224. La Corporación Financiera de Desarrollo (COFIDE), banco público de desarrollo de segundo piso, administra algunos programas de financiación de las exportaciones.  A través de FIEX, los exportadores pueden obtener créditos para financiar su capital de trabajo y adquisiciones de  maquinaria, equipo, repuestos y demás inversiones.  Los créditos pueden ser de hasta 3 millones de dólares EE.UU. para el capital de trabajo y de hasta 20 millones de dólares EE.UU. para las inversiones, a plazos de entre 1 y 15 años.
  Los tipos de interés anuales que aplica la COFIDE a los bancos comerciales que otorgan créditos FIEX oscilan entre libor más 1,5 puntos porcentuales y libor más 2,25 puntos porcentuales.  Los bancos comerciales determinan libremente los tipos de interés a los que ofrecen los créditos FIEX a sus clientes.  La COFIDE también otorga créditos para las operaciones de embarque.  Los tipos de interés de estos créditos están sometidas a las condiciones de mercado.

225. Desde 2002, la COFIDE ha administrado un seguro de crédito a la exportación para pequeñas y medianas empresas, conocido como SEPYMEX.
  Las empresas que exportan hasta 8 millones de dólares EE.UU. al año pueden asegurar hasta 1 millón de dólares EE.UU. en créditos de preembarque.  La prima es del 0,35 por ciento por cada 90 días de validez del seguro.  El seguro cubre la mitad del monto asegurado.

226. El Plan Estratégico Nacional de Exportación contempla el desarrollo de un programa de crédito para los compradores extranjeros de productos originarios del Perú.

227. Tanto las instituciones públicas como las privadas realizan actividades de promoción de las exportaciones.  La Comisión para la Promoción de Exportaciones (PROMPEX), creada en 1996, es el organismo público encargado de "formular, proponer, dirigir, coordinar y ejecutar los planes de promoción integral de bienes y servicios exportables, dentro del marco de las políticas y objetivos de comercio exterior y desarrollo de exportaciones aprobadas por el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo ...".
  A través de sus actividades, PROMPEX busca contribuir al desarrollo de la oferta exportable del Perú, a una mayor presencia de los productos peruanos en los mercados internacionales y a la optimización de la gestión de las empresas exportadoras.  Entre las actividades de PROMPEX se encuentran la participación en ferias de comercio, la prestación de servicios de asesoría y capacitación, la difusión de información y la prospección de mercados.
  El presupuesto de PROMPEX fue de S/. 11,9 millones en 2006 (aproximadamente 3,6 millones de dólares EE.UU.).
  El Gobierno decidió fusionar la Comisión de Promoción del Perú (PROMPERÚ) con PROMPEX a principios de 2007.

228. Las actividades del MINCETUR en materia de promoción de las exportaciones se encuadran en el Plan Estratégico Nacional Exportador formulado en 2003.  Abarcan la realización de planes de exportación para sectores económicos y regiones específicos, estudios de mercado, estrategias de facilitación de comercio y actividades de capacitación.

229. Los principales organismos del sector privado que participan en actividades de promoción de las exportaciones son:  la Asociación de Exportadores;  la Cámara de Comercio de Lima;  la Confederación Nacional de Instituciones Empresariales Privadas;  la Sociedad de Comercio Exterior;  y la Sociedad Nacional de Industrias.
6) Otras Medidas que Afectan a la Producción y el Comercio

i) Marco legal para la operación de las empresas
230. El Perú mantiene un lugar intermedio entre los países latinoamericanos en términos de la facilidad y costo de establecer una empresa.
  En 2006, se requería un promedio de 10 trámites para abrir una empresa en el Perú, los cuales se completan en promedio en 72 días.
  El costo de la apertura de una empresa ascendía a unos 847,2 dólares EE.UU. (equivalente al 32,5 por ciento del ingreso per cápita).
231. PROINVERSIÓN, la Agencia de Promoción de la Inversión Privada de Perú (ver capítulo II 4)), proporciona información sobre los trámites para abrir una empresa y facilita los formularios correspondientes.
  PROINVERSIÓN realiza también un trabajo de coordinación con otros organismos del sector público y del sector privado, para eliminar las trabas burocráticas y para simplificar y facilitar el proceso de inversión.  Las autoridades indicaron que, por ejemplo, se ha logrado agilizar los trámites para la obtención de la licencia de funcionamiento y se ha establecido un sistema electrónico que facilita la constitución de pequeñas empresas.
232. Las principales disposiciones legales relativas a la constitución de una empresa están contenidas en la Ley General de Sociedades (Ley N° 26887 de 9 de diciembre de 1997) y sus modificaciones y la Resolución del Superintendente Nacional de los Registros Públicos Nº 200-2001-SUNARP-SN del 24 de julio de 2001.
  Los inversionistas (nacionales y extranjeros) pueden elegir entre varias formas jurídicas para organizar su empresa, incluyendo la sociedad anónima, la sociedad colectiva, las sociedades en comandita, la sociedad comercial de responsabilidad limitada y las sociedades civiles. 
233. Para establecer una sociedad anónima se requiere suscribir una Minuta de Constitución, que se inscribe en el Registro de Personas Jurídicas de la Zona Registral de la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP).  El costo de la Minuta depende del número de hojas, del monto del capital y del tipo de asesoramiento pactado.  Una vez realizado el registro, se debe obtener cualquier otra autorización o registro, si existiesen, del sector que corresponde a la actividad que se va a emprender.  Se debe también obtener una Licencia Municipal de Funcionamiento, legalizar los libros contables y obtener autorización del Libro de Planillas en el Ministerio de Trabajo y Promoción Social.

234. Una sociedad anónima debe tener cuando menos dos socios, que pueden ser personas naturales o jurídicas.  El íntegro del capital social debe suscribirse al constituirse la empresa y al menos la cuarta parte del capital suscrito debe pagarse.  No se exige un monto mínimo de capital social.  Puede ser Director un extranjero no domiciliado.  

235. Las empresas, domiciliadas o no en el país, pueden establecer sucursales en el Perú, las que deben ser inscritas en el Registro de la SUNARP.  Tratándose de sociedades constituidas en el extranjero, se debe presentar la siguiente documentación:  certificado de vigencia;  constancia de que el pacto social o estatuto no impiden establecer sucursales en el extranjero;  copia del documento en el que conste el pacto social y el estatuto o documentos equivalentes en el país de origen;  y la constancia de la decisión de establecer la sucursal.

236. El impuesto sobre la renta neta de personas jurídicas es del 30 por ciento.  Las empresas también pagan el 4,1 por ciento sobre toda suma o entrega en especie que resulte renta gravable, en tanto signifique una disposición indirecta de la misma, no susceptible de posterior control tributario, y que incluye las sumas cargadas a gasto e ingresos no declarados. 

237. Mediante la suscripción de contratos-ley, el Estado puede otorgar a los titulares de los mismos una garantía de estabilidad tributaria.  Existe un régimen de estabilidad jurídica de carácter general, que incluye al régimen de impuesto a la renta al cual pueden acceder los inversionistas (nacionales como extranjeros) y las empresas receptoras de inversiones siempre que cumplan con requisitos mínimos de inversión.  Para promover las inversiones, existen además a nivel sectorial regímenes promocionales como los de minería e hidrocarburos (ver capítulo IV 4) y 5)).  El Perú tiene suscritos 33 convenios bilaterales de protección de inversiones.
ii) Control de precios y política de competencia

238. Las autoridades manifestaron que el Perú no cuenta con ningún estatuto que permita al Gobierno controlar precios o márgenes de precios para bienes y/o servicios.  La regulación de tarifas de servicios públicos de telecomunicaciones, energía, saneamiento e infraestructura se lleva a cabo bajo normas específicas y está a cargo de organismos reguladores especializados (ver el capítulo IV 7)). 

239. Las principales disposiciones de tipo general sobre política de competencia están contenidas en los artículos 58 (derecho a la libre iniciativa privada), 59 (el Estado como promotor de la libertad de empresa), 60 (pluralismo económico) y 61 (vigilancia de la competencia en el mercado) de la Constitución, y en el Decreto Legislativo N° 701 de 5 de noviembre de 1991.  El Decreto Legislativo N° 701 dispone la eliminación de las prácticas monopólicas, de control y restricción de la libre competencia.  Además existen estatutos que regulan la competencia en sectores específicos como el sector eléctrico y el de telecomunicaciones (ver el capítulo IV 7) ii)).  
240. El Decreto Legislativo Nº 701 es un dispositivo legal de control ex post que prohíbe los actos o las conductas que restrinjan o distorsionen la libre competencia, ya sea por medio de otras prácticas o por medio de acuerdos, y actos o conductas que constituyen abuso de una posición de dominio en el mercado, de manera que produzcan un impacto adverso en el bienestar general.  El Decreto Legislativo Nº 701 no hace distinción de restricciones o prácticas monopólicas, aun cuando éstas se produzcan en diferentes etapas de la cadena productiva o en la comercialización de bienes y la prestación de servicios, ni de las personas naturales o jurídicas de derecho público o privado que las realizan.  Sólo se regulan los efectos de la conducta de una empresa en el mercado.  No se regula el tamaño, origen, nacionalidad o estructura de una empresa en el mercado.

241. El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI) aplica las normas generales en materia libre de competencia en todos los sectores con la excepción del sector de las telecomunicaciones (ver capítulo IV 7) ii)).  El INDECOPI busca fomentar el mejor funcionamiento de los mercados a través de la eliminación de barreras burocráticas, y del fortalecimiento de la normalización y de la protección de la propiedad intelectual.
  Para difundir la cultura de mercado a nivel nacional, se realizan actividades de capacitación sobre temas institucionales como registro de marcas, acceso al mercado, procesos concursales, normas técnicas, entre otros.

242. Las autoridades subrayaron que el INDECOPI goza de autonomía política en la toma de sus decisiones y, acorde con ella, ha optado por ejercer sus funciones bajo parámetros de mínima intervención en los mercados, avocándose a la investigación y sanción de prácticas anticompetitivas (concertaciones de empresas y abusos de posición de dominio) a fin de contrarrestar y revertir los efectos que dichas prácticas pudieran ocasionar en el mercado.  Uno de los principales objetivos recientemente propuestos por el INDECOPI consiste en reforzar las áreas correspondientes a las comisiones de Libre Competencia, Acceso al Mercado, Represión de la Competencia Desleal y la Sala de Defensa de la Competencia.  

243. Para resolver los temas relacionados con la política de competencia, el INDECOPI mantiene las siguientes Comisiones:  Libre Competencia;  Fiscalización;  Dumping y Subsidios;  Acceso al Mercado;  Procedimientos Concursales;  y Represión de la Competencia Desleal.  Las atribuciones de la Comisión de Libre Competencia incluyen dictar opinión en los procedimientos por infracciones al Marco Legal;  realizar indagaciones e investigaciones relacionadas con los temas de su competencia, ya sea de oficio o por el mérito de una denuncia;  realizar estudios y publicar informes;  y elaborar las propuestas de reglamentos y adoptar las directivas que pudieran requerirse.  La Sala de Defensa de la Competencia (SDC) es la segunda instancia administrativa, sus fallos pueden constituir, además, precedentes de observancia obligatoria.
244. La Comisión de Libre Competencia puede imponer sanciones pecuniarias a los infractores del Decreto Ley N° 701 hasta por un máximo de 1.000 Unidades Impositivas Tributarias (UIT
, equivalente a alrededor de 1.084 dólares EE.UU.) si la infracción cometida fuera leve o grave y mayor a 1.000 UIT si la infracción cometida fuera muy grave.  En ambos casos, la multa impuesta no puede superar el 10 por ciento del valor facturado de las ventas o ingresos brutos percibidos por la empresa sancionada, correspondientes al ejercicio inmediato anterior a la Resolución que expida la Comisión.  Asimismo, la SDC está facultada para imponer sanciones en el marco del Decreto Legislativo N° 701. 

245. Los asuntos que se presentaron al INDECOPI en materia de política de la competencia durante el período 2000-06 estuvieron relacionados con sectores tales como el sector eléctrico y de energía, transporte terrestre, puertos marítimos y aéreos, radiodifusión, telecomunicaciones y propiedad intelectual.
 
246. La legislación peruana no contempla un mecanismo de notificación previa de las fusiones y adquisiciones de empresas, con excepción de las fusiones y concentraciones que se realicen en el sector eléctrico.  La Ley Nº 26876 (Ley Antimonopolio y Antioligopolio del Sector Eléctrico), reglamentada por el Decreto Supremo Nº 017-98-ITINCI de 1998, establece un sistema de autorización previa de operaciones de concentración empresarial en el sector eléctrico.  En el período 2000-06 se realizaron nueve notificaciones de fusiones y adquisiciones en el sector eléctrico. No se presentaron objeciones a ninguna de ellas.  
247. En el período 2000-06 la Comisión de Libre Competencia del INDECOPI recibió 92 denuncias por infracciones a las normas de libre competencia.  Adicionalmente, se realizaron 8 investigaciones de oficio sobre posibles infracciones a las normas de libre competencia.  Dentro de ese período se aplicaron 12 multas.
  

248. La OECD ha expresado preocupaciones en relación a los límites en la autonomía y neutralidad del INDECOPI.
  El estudio resalta que el INDECOPI no recibe financiamiento público desde 2003, por lo que una parte de su trabajo en materia de competencia se realiza mediante sobrecargos.  De tal manera, una preocupación central del INDECOPI ha sido cubrir sus propios costos en lugar de vigilar el comportamiento en el mercado.  Se indica también como desafío la oposición a las políticas de competencia por parte de la mayoría de población pobre, dado en particular el gran tamaño del sector informal.  Otro estudio
 también apoya la adopción de medidas dirigidas a fortalecer institucionalmente al INDECOPI.  Según el WEF Perú ocupa el lugar 59 en cuanto a la efectividad de las políticas de competencia.  Entre algunos de los problemas que deben atenderse se señalan la falta de cultura de la competencia y la limitada independencia del INDECOPI.
 

249. Las autoridades consideran que la sugerencia respecto de que INDECOPI impone multas con la intención de financiar sus actividades carece de sustento fáctico y legal.  Precisaron que, de 2005 a 2007, el INDECOPI generó 95 por ciento de su presupuesto del cobro de tasas y multas y cerca de un 5 por ciento de sus recursos provinieron del presupuesto público.  Indicaron que los recursos propios del INDECOPI provienen en una porción significativa de las tasas de registro de los derechos de propiedad intelectual y otros servicios, y únicamente el 10 por ciento de los ingresos propios son generados por multas.  Las autoridades también consideran inexacta la afirmación de una oposición a las políticas de competencia por parte de la mayoría de la población pobre, reconociendo más bien que existe una falta de cultura de la competencia.  Al respecto, subrayaron que se han desarrollado continuamente actividades de promoción de la competencia.  
250. A pesar de los problemas señalados, el INDECOPI continúa ofreciendo una importante contribución a la organización y consistente integración de los temas de política de defensa de la competencia en el mercado, propiedad intelectual y reglamentos técnicos.  Las autoridades notaron que dicha propuesta institucional ha servido de análisis y ejemplo para otros países de América Latina.

251. Existen disposiciones andinas sobre prácticas anticompetitivas cuando se originan en uno o más países miembros y cuyos efectos reales se produzcan en uno o más países miembros, excepto cuando el origen y el efecto se produzcan en un único país;  y cuando se originan en un país no miembro y cuyos efectos reales se produzcan en dos o más países miembros.
  Para las demás situaciones, se aplica la legislación nacional.  De los casos presentados en materia de competencia, ninguno se declaró procedente para realizar una investigación en el marco de la Decisión N° 608.  
252. Perú no ha suscrito acuerdos de cooperación en materia de competencia con otros países. 

iii) Comercio de Estado, empresas públicas y privatización
253. En su notificación más reciente
 a la OMC sobre las empresas comerciales del Estado, el Perú informó que no cuenta con empresas comerciales del Estado en el sentido del artículo XVII del GATT.
254. La Empresa Nacional de la Coca (ENACO)
, se creó en 1949, como la única empresa peruana autorizada para la comercialización de la hoja de coca y sus derivados.  El Decreto Ley Nº 22095, Ley de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, de 2 de marzo de 1978, dispuso que sólo el Estado, mediante la ENACO, realice en forma exclusiva la comercialización interna y externa de la hoja de coca.  A partir de 1982, la ENACO se convirtió en una empresa estatal de derecho privado, en la modalidad de sociedad anónima;  la Empresa mantuvo el monopolio para la comercialización de coca y sus derivados.  

255. El Artículo 60 de la Constitución de 1993 limitó la participación del Estado en la actividad empresarial sólo cuando lo requiera su rol subsidiario.  A partir de ello, el Estado Peruano inició un proceso de cambios significativos que promovió la participación privada en diversos sectores de la economía donde el Estado mantenía participación mayoritaria.  El Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado (FONAFE) se encarga de normar y dirigir la actividad empresarial del Estado en aquellas actividades donde todavía exista una presencia del Estado.  Entre las funciones más importantes del FONAFE se encuentran las de aprobar el presupuesto consolidado de las empresas en las que su participación es mayoritaria. 
256. A fines de 2006 se había reducido en forma importante la participación del Estado en empresas.  La participación por sector de actividad y número de empresas a donde el Estado es accionista mayoritario es la siguiente:  electricidad, 15;  bancos y financieras, 5;  mobiliarias e inmobiliarias, 1;  petróleo, 2;  puertos, 1;  servicio de agua potable y alcantarillado, 1;  otras, 6.  Como accionista minoritario, el Estado mantenía presencia en 21 empresas.
257. Según datos de las autoridades, para el período 2000-06, los ingresos por concepto de concesiones sumaron cerca de 495 millones de dólares EE.UU. y por privatizaciones o ventas de activos del Estado 847 millones de dólares EE.UU.  Las principales privatizaciones durante el período ocurrieron en las áreas de transmisión y distribución de electricidad (2002), producción de energía hidroeléctrica (planta Yuncan, 2004), refinación de petróleo (planta la Pampilla, 2004), y minería (Minas las Bambas, 2004;  Michichillay, 2007).  Las autoridades notaron que las futuras inversiones proyectadas por concepto de las privatizaciones suman cerca de 1,4 mil millones de dólares EE.UU., mientras que la inversión proyectada por concepto de concesiones es cerca de 6,4 mil millones de dólares EE.UU.
iv) Incentivos
a) Medidas sobre inversiones relacionadas con el comercio y requisitos de contenido nacional

258. El Decreto Legislativo Nº 653 de 1° de agosto de 1991 establece que con fines de promoción y desarrollo de la ganadería lechera en el Perú y de protección al consumidor, la libre importación por cualquier persona natural o jurídica, de leche en polvo, grasa anhidra y demás insumos lácteos, queda sujeto a la limitación que dichos productos no pueden ser usados en procesos de reconstitución y recombinación para la elaboración de leches en estado líquido, quesos, mantequilla y productos similares de consumo humano directo.  Perú notificó
 dicha restricción al Comité de Medidas en materia de Inversiones relacionadas con el Comercio en 1995.  Dichas disposiciones continuaban teniendo fuerza de ley a principios de 2007 pero según las autoridades no se utilizan en la práctica.  Las autoridades también indicaron que el Ejecutivo y el Congreso están trabajando conjuntamente en una iniciativa de ley para derogar estas disposiciones.  
b) Zonas francas

259. El Perú ofrece beneficios fiscales a través de los Centros de Exportación, Transformación, Industria, Comercialización y Servicios (CETICOS) de Ilo, Matarani y Paita y la Zona Franca de Tacna (ZOFRATACNA) (cuadro III.6).  A mediados de 2005, el Perú eliminó los requisitos de exportación que debían cumplir las empresas para obtener los beneficios disponibles en el marco de estos esquemas.
  Anteriormente, las exportaciones anuales hacia fuera del Perú debían representar por lo menos el 92 por ciento del ingreso de las empresas que recibían beneficios en el marco de los CETICOS y el 50 por ciento del ingreso de las empresas que recibían beneficios en el marco de la ZOFRATACNA.  La Zona Franca de Tacna (ZOFRATACNA) remplazó al CETICOS de Tacna, que operó hasta 2002.

260. Las ventas de los CETICOS y la ZOFRATACNA en el territorio aduanero del Perú están gravadas con los mismos tributos que las demás importaciones peruanas.  La única excepción son los vehículos usados y acondicionados o reparados en los CETICOS o la ZOFRATACNA, que están gravados con el Impuesto Selectivo al Consumo (ISC) a un tipo del cero por ciento, mientras que los vehículos usados provenientes de otros lugares están sujetos al ISC a un tipo del 30 por ciento (ver sección 2) v) supra).  Las base imponible que se aplica a los productos provenientes de los CETICOS y la ZOFRATACNA excluye el valor de los insumos provenientes del territorio aduanero del Perú, pero no el valor agregado a éstos.
  La maquinaria y demás bienes de capital importados pueden permanecer en la ZOFRATACNA por períodos ilimitados y hasta 2012 en los CETICOS.

Cuadro III.6
Elementos principales de los CETICOS y la ZOFRATACNA, marzo de 2007
	
	CETICOSa
	ZOFRATACNA

	Normativa principalb
	Decreto Legislativo N° 842 (30.08.1996);  Decreto Legislativo N° 865 (27.10.1996);  Decreto Legislativo N° 864 (27.10.1996);  Ley N° 26953 (22.05.1998);  Decreto Supremo N° 023-96-ITINCI (04.01.1997)
	Ley N° 27688 (28.03.2002);  Decreto Supremo N° 011-2002-MINCETUR (17.12.2002);  Decreto Supremo N° 002-2006-MINCETUR (11.02.2006);  Decreto Supremo N° 021-2003-MINCETUR (03.09.2003);  Decreto Supremo N° 005-2007-MINCETUR (15.04.2007)

	Objetivos generalesc
	Desarrollar las zonas sur y norte del Perú mediante la promoción de la inversión privada en infraestructura y la actividad productiva
	Contribuir al desarrollo socioeconómico sostenible del departamento de Tacna a través de la inversión y desarrollo tecnológico

	Beneficios principales
	No afectación por los derechos arancelarios y demás tributos que gravan las importaciones;  exoneración del impuesto a la renta, IGV, impuesto de promoción municipal e ISC hasta 2012
	No afectación por los derechos arancelarios y demás tributos que gravan las importaciones hasta 2022;  exoneración del impuesto a la renta, IGV, impuesto de promoción municipal e ISC

	Actividades autorizadas
	Manufactura, excepto de los productos clasificados en las categorías CIIU (revisión 2) 3114 (salvo la elaboración de productos a base de pasta de pescado), 3115, 3118, 3122, 3530 y 3720 (salvo los tubos de cobre refinado y accesorios de tubería de cobre refinado) y de los que hayan registrado exportaciones de más de 15 millones de dólares EE.UU. en 1996 (se aplica únicamente a las partidas arancelarias comprendidas en el Decreto Supremo N° 005-97-ITINCI);  maquila y ensamblaje;  tranformación, reparación y acondicionamiento de mercancía;  y almacenamiento, distribución, comercialización y otros servicios relacionados con las actividades anteriores
	Manufactura, excepto de los productos clasificados en las categorías CIIU (revisión 2) 3114, 3115, 3118, 3122, 3530 y 3720 (salvo los productos agroindustriales de la región);  maquila;  almacenamiento, distribución y otros servicios


a
Únicamente se hace referencia a las disposiciones que se aplican a los CETICOS de Ilo, Matarani y Paita;  el CETICOS de Loreto, creado mediante la Ley N° 26953 de 22 de mayo de 1998, no operaba a mediados de 2007.

b
No se incluyen normas modificatorias.

c
Según lo expresado en la normativa.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

261. Las enmiendas que eliminaron los requisitos de exportación aplicados en el marco de los regímenes de los CETICOS y la ZOFRATACNA hasta mediados de 2005 no resultaron en modificaciones al alcance de los beneficios ofrecidos por ambos esquemas.  Por lo tanto, el ingreso derivado de las ventas de los CETICOS y la ZOFRATACNA al territorio nacional está exonerado del impuesto sobre la renta.

262. Entre diciembre de 2002 y febrero de 2007, el valor de las importaciones a la ZOFRATACNA fue de aproximadamente 851,4 millones de dólares EE.UU., de los cuales alrededor de una tercera parte correspondieron a vehículos usados.  Durante el mismo período, las exportaciones de la ZOFRATACNA al territorio nacional fueron de 370,9 millones de dólares EE.UU.  Las autoridades peruanas estiman que el Estado ha dejado de percibir alrededor de 114,6 millones de dólares EE.UU. en tributos como resultado de la aplicación del régimen de la ZOFRATACNA desde finales de 2002.  La Secretaría no contó con datos relativos al valor del comercio asociado con los CETICOS.

263. La Zona de Comercialización de Tacna fue remplazada por la Zona Comercial de Tacna en 2002.  Las importaciones de 1223 fracciones arancelarias de diez dígitos a la Zona Comercial de Tacna gozan de un arancel "especial" del 8 por ciento y están exoneradas de cualquier otro tributo.
  Las ventas en la Zona Comercial de Tacna deben ser al detalle y no están gravadas con ningún tributo.  Los ingresos generados por dichas ventas están sujetos al impuesto sobre la renta.

264. La Ley N° 28864 de 6 de agosto de 2006 dispone la creación de la Zona Económica Especial de Puno.  Los beneficios que contempla la ley son similares a los beneficios de los CETICOS y la ZOFRATACNA.
c) Otras medidas fiscales
265. El Perú continúa manteniendo un importante número de incentivos para la promoción de la actividad empresarial e inversión.  La mayoría de las exoneraciones se aplican en relación con el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto Selectivo al Consumo (ver sección 2) v) supra).  Según estimaciones oficiales
, los ingresos fiscales no percibidos como resultado de dichas exoneraciones alcanzaron en 2006 cerca de 1,4 mil millones de dólares EE.UU. (equivalente a cerca del 2,2 por ciento del PIB). 
266. Mediante el Decreto Legislativo N° 977 de 16 de marzo de 2007, el Gobierno estableció reglas para realizar un mayor control y racionalización de las exoneraciones, incentivos o beneficios fiscales.  Entre otras disposiciones, el Decreto establece que todos los beneficios otorgados en función a criterios geográficos sólo serán de aplicación a contribuyentes con domicilio fiscal dentro de dicha zona;  que no deberán concederse beneficios sobre impuestos indirectos, tasas y contribuciones;  y que el plazo de vigencia de los beneficios no podrá exceder de seis años, prorrogable por única vez por tres años.
267. Se otorgan incentivos a la inversión en recursos naturales a través de megaproyectos, según lo establece el Decreto Legislativo N° 818 de 22 de abril de 1996.  Los beneficios incluyen la exención del pago del Impuesto Mínimo a la Renta hasta un año después de iniciada la explotación comercial;  la recuperación anticipada del IGV en bienes de capital, bienes intermedios nuevos, servicios y contratos de construcción;  y el fraccionamiento arancelario de bienes de capital, maquinaria y equipos nuevos, bienes usados bajo el Régimen de Internamiento Temporal.
268. También existe un régimen tributario simplificado para las empresas pequeñas y las microempresas (Ley N° 28015 de 3 de julio de 2003, Ley de Promoción y Formalización de la Micro y Pequeña Empresa).  Con el objetivo de promover la incorporación de las microempresas a la formalidad, se han establecido regímenes tributarios como el Régimen Único Simplificado (RUS)
 y el Régimen Especial del Impuesto a la Renta (RER).
  
269. A principios de 2007 fue aprobado un régimen de recuperación anticipada del IGV para todos los sectores económicos, que entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la fecha de la publicación en El Peruano del reglamento correspondiente.

270. La Ley sobre la promoción de inversiones en la región del Amazonas (Ley Nº 27037) establece beneficios tributarios de reducción o exoneración del impuesto a la renta y del impuesto general a las ventas para empresas ubicadas en diversos departamentos que se dediquen a actividades agrícolas, forestales o industriales conexas, y turismo, entre otras.  Entre los beneficios figuran la reducción del impuesto sobre la renta ya sea a 10 ó 5 por ciento; o exoneración de dicho impuesto y otras exoneraciones parciales o completas de los impuestos indirectos así como otras cargas tales como el impuesto extraordinario a los activos netos o los impuestos municipales.
271. Existen también medidas de fomento focalizadas en sectores particulares, por ejemplo la agricultura, minería, industria manufacturera y marina mercante (ver capítulo IV).  
d) Programas de crédito
272. La Corporación Financiera de Desarrollo (COFIDE), con capital que pertenece en un 98,6 por ciento al Estado, se desempeña como banco de desarrollo de segundo piso, complementando así la labor del sector financiero privado.  La COFIDE no fija las tasas de interés a los beneficiarios finales, las cuales son establecidas libremente por las instituciones financieras de primer piso.  Estas últimas asumen la responsabilidad y el riesgo de la operación de crédito.  

273. La COFIDE ha establecido varios programas y líneas de financiamiento destinados a servir a los requerimientos financieros de la micro y pequeña empresa.  La COFIDE también financia al sector agrario a través de líneas específicas de financiamiento (ver capítulo IV 2)).

274. En 2004 las operaciones de la COFIDE estuvieron dirigidas (en porcentajes) a los sectores de:  construcción (38,7), pesquería (16,9), industria (15,9), servicios (12,7), comercio (7,6), agropecuario (3,7), transporte (2,7), minería (1,2), y turismo (0,6).  A fines de 2004 el saldo de la cartera de la COFIDE ascendía a 573 millones de dólares EE.UU.  

275. Existen fondos especiales y programas de crédito oficial orientados a servir las necesidades de actividades particulares, por ejemplo el sector pesquero (ver capítulo IV 3)) y el sector agrícola (ver capítulo IV 2)).

e) Otros incentivos
276. Los incentivos otorgados para el desarrollo de ciencia y tecnología son limitados dados los pocos recursos financieros del Estado.  En 2004, los gastos en ciencia y tecnología alcanzaron 100,5 millones de dólares EE.UU. o aproximadamente el 0,16 por ciento del PIB.
  La gran parte del gasto en la materia se realiza para financiar los institutos tecnológicos estatales y las universidades públicas.  En abril de 2002 se creó el Consejo Nacional de la Competitividad, adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros, que tiene como objetivo desarrollar e implementar un Plan Nacional de Competitividad.  Mediante la Ley N° 27267 del 26 de mayo de 2000 se crearon los Centros de Innovación Tecnológica (CITES), cuyo desarrollo se ha vinculado a cadenas productivas para el aumento de las exportaciones en sectores como el calzado, cuero, madera y muebles, entre otros.
 

277. La Resolución Presidencial N° 040-2001-CD/CONAM
 establece beneficios para la transformación y comercialización de productos forestales obtenidos de especies poco conocidas, residuos de aprovechamiento forestal, y reciclaje de productos forestales.  El beneficio es de una reducción del 25 por ciento en el pago de derecho de aprovechamiento.  

v) Contratación pública
278. Perú no es miembro ni mantiene estatus de observador en el Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  
279. El Artículo 76 de la Constitución establece que las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos públicos se ejecutan obligatoriamente por contratación y licitación pública.  La Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, Ley N° 26850 de 27 de julio de 1997, fue modificada por la Ley N° 28267 de 3 de julio de 2004, aprobándose un nuevo Texto Único Ordenado y su Reglamento (Decretos Supremos N° 083 y 084-2004-PCM, vigentes desde el 29 de diciembre de 2004).
  Estas disposiciones establecen los criterios centrales del marco legal que regula los procesos de adquisiciones de bienes y servicios y las contrataciones de obras públicas y consultorías del Estado. 
280. La Ley Nº 26850 establece las condiciones mínimas y excepciones que los servidores públicos, pertenecientes a todas las entidades y empresas del Estado, deben contemplar en los procedimientos de contratación de bienes, servicios y obras.  La Ley no impone ningún límite a la participación de proveedores extranjeros.  

281. La contratación pública se lleva a cabo obligatoriamente, salvo las exoneraciones expresamente reconocidas por la Ley Nº 26850, a través de cualquiera de los cuatro tipos de procesos de selección siguientes, según el objeto (bienes, servicios u obras) y el monto de la contratación (de acuerdo a los márgenes señalados en cada Ley Anual de Presupuesto para el Sector Público):  i) la Licitación Pública, ii) el Concurso Público, iii) la Adjudicación Directa (Pública o Selectiva), o iv) la Adjudicación de Menor Cuantía.  Asimismo, cuando sea posible, se podrán utilizar las siguientes modalidades de selección:  a) subasta inversa (presencial o electrónica);  b) convenios marco;  y/o  c) compras corporativas (obligatorias o facultativas).  

282. En 2006, la Licitación Pública se convocaba para la contratación de obras cuyos montos eran superiores a S/. 1.150.000 (cerca de 351.145 dólares EE.UU.), y para la adquisición de bienes cuyos montos sean superiores a S/. 450.000 (cerca de 137.404 dólares EE.UU.).
  El Concurso Público se convoca para la contratación de servicios de toda naturaleza, incluyendo consultorías y arrendamientos, cuyos montos sean mayores a S/. 200.000 (cerca de 61.068 dólares EE.UU.).  La Adjudicación Directa se aplica para las adquisiciones y contrataciones que realicen las entidades públicas dentro del margen existente entre las licitaciones y concursos públicos y las adjudicaciones de menor cuantía, según corresponda al objeto de la adquisición o contratación.  La Adjudicación de Menor Cuantía se aplica para las adquisiciones y contrataciones que realicen las entidades públicas cuyo monto sea inferior a la décima parte del límite mínimo establecido para la Licitación o Concurso Público, según corresponda al objeto. 

283. Para ser postor en procesos que se realizan bajo la Ley de Contrataciones del Estado, se requiere estar inscrito en el Registro Nacional de Proveedores (RNP)
 y no estar sancionado e impedido para contratar con el Estado.  El Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE) está encargado de operar el RNP, que está compuesto de capítulos relativos a:  (i) proveedores de bienes;  (ii) proveedores de servicios;  (iii)  consultores de obras;  (iv) ejecutores de obras;  y (v) inhabilitados para contratar con el Estado.  Un proveedor extranjero no domiciliado en Perú se puede registrar en el RNP pero sólo a través de su representante legal en el Perú, salvo que deban ser contratados mediante una exoneración del proceso de selección o sean fabricantes de bienes sofisticados, en cuyos casos la entidad o empresa pública contratante lo inscribe siguiendo un procedimiento especial.
284. La Ley N° 27143 de 19 de junio de 1999 (Ley de Promoción Temporal del Desarrollo Productivo Nacional) requería que para el otorgamiento de contratos se agregara un 10 por ciento adicional a la sumatoria de la calificación técnica y económica obtenida por los postores de bienes y servicios elaborados o prestados dentro del territorio nacional.  Mediante el Decreto de Urgencia N° 064-2000 de 23 de agosto de 2000, dicho porcentaje de bonificación a la sumatoria de la calificación obtenida por los postores de bienes elaborados dentro del territorio nacional fue aumentado al 15 por ciento, con vigencia hasta el 30 de julio de 2001.  El 16 de enero de 2001 el Decreto Supremo N° 003-2001-PCM estableció las características que deben reunir los bienes y servicios a efectos de ser considerados como productos elaborados o prestados dentro del territorio nacional.  Finalmente, el Congreso de la República aprobó la Ley N° 27633 de 16 enero de 2002, estableciendo que el beneficio para el producto nacional es del 20 por ciento adicional a la sumatoria de la calificación.

285. Existen leyes especiales que rigen las compras públicas en ciertas áreas y entidades o empresas estatales.
  Como ejemplo de dichas leyes especiales, las adquisiciones y contrataciones de PETROPERÚ se rigen por su propio Reglamento propuesto por su Directorio y aprobado por el CONSUCODE.  PETROPERÚ tiene la obligación de informar a través del Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado las adquisiciones y contrataciones que realice y el estado de los procesos que convoque.
286. La Ley Nº 27767 de 21 de junio de 2000, establece la obligatoriedad de la adquisición de productos alimenticios nacionales de origen agropecuario e hidrobiológico, por los Programas de Apoyo Alimentario y Compensación Social y de todos los organismos del Estado que utilicen recursos públicos.  Para realizar tales adquisiciones, las instituciones compradoras conforman comisiones de adquisición en las que debe de participar un representante de los productores.  Los organismos del Estado deben hacer conocer sus requerimientos de productos alimenticios anualmente, indicando la cantidad anual requerida así como el posible cronograma de compras. 
287. Las medidas de transparencia de los contratos públicos se refrieren sobre todo a la publicación de los Planes Anuales de Contratación, las invitaciones a contratar y demás documentos contractuales (20 días hábiles antes de la fecha de la presentación de ofertas), y la publicidad de los resultados de las adjudicaciones.  
288. Las controversias durante el procedimiento de contratación se solucionan dependiendo de la etapa en la que surgen.  Si se trata de actos relacionados con la fase de selección se utiliza la vía administrativa, que incluye la apelación ante el Titular de la propia entidad contratante, y la revisión, ante el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado.  Si se trata de conflictos relacionados con la ejecución contractual se puede tener acceso a la conciliación y el arbitraje.  Igualmente se pueden presentar quejas ante irregularidades al CONSUCODE.  Este última resuelve en última instancia administrativa las controversias referidas al contenido de las bases o pliegos de condiciones del proceso de selección.

289. Ante la infracción de los principios y disposiciones legales en materia de contratación se pueden establecer tres tipos de responsabilidades:  administrativas, civiles y penales.  Para el establecimiento de las distintas responsabilidades intervienen los órganos del Sistema Nacional de Control, de la Procuraduría General del Estado y/o del Ministerio Público o Fiscalía de la Nación.  

290. Bajo la normativa de compras públicas de la Comunidad Andina, los países miembros deben garantizar trato nacional a empresas de otros países miembros de la Comunidad en la contratación de servicios pero no de bienes.  A principios de 2007, Perú no ofrecía trato nacional en contratación pública a ningún otro socio comercial.  
291. Las autoridades subrayaron que las disciplinas sobre transparencia, no discriminación, debido proceso y procedimiento, así como los compromisos específicos en materia de acceso a mercados que se vienen negociando o se han negociado son similares a las existentes en el Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.
292. La Secretaría General de la Comunidad Andina dictaminó en 2006
 que las exigencias impuestas por la normativa peruana en materia de protección al desarrollo productivo nacional para acceder a la bonificación del 20 por ciento en los procesos de adquisición de bienes y servicios modifican las condiciones de competencia a favor de los servicios o prestadores de servicios del Perú en comparación con los Países Miembros de la Comunidad Andina.  Por ello se determinó que el Perú vulnera la obligación de trato nacional contemplada en la Decisión N° 439 para la adquisición de servicios por parte de entidades públicas, en condiciones no discriminatorias.  Las autoridades peruanas indicaron que dicho tema quedaría solucionado con la expedición de la Ley Nº 29042 publicada el 14 de junio de 2007.  
293. Previo a 2001, hubieron diversos problemas con los procesos de las contrataciones publicas en el Perú.
  Las autoridades hicieron notar que las principales modificaciones al sistema peruano de contratación estatal se han dado a partir de esa fecha, a raíz de la entrada en vigencia del texto único ordenado y un nuevo reglamento el 13 de marzo de 2001.  

294. Las contrataciones públicas en el Perú cuentan con un instrumento basado en el uso de Internet denominado Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE).
  Este Sistema contiene la información centralizada de todos los procedimientos de contratación que realizan la totalidad de las entidades y empresas del Estado.  El SEACE tiene dos componentes: i) el Módulo Informativo, que se encuentra plenamente operativo desde junio de 2005 y en el cual deben publicarse los Planes Anuales de Contratación, las convocatorias, la absolución de consultas y observaciones a las Bases, los resultados del proceso de selección y la adjudicación del contrato, así como toda la información referida a la ejecución contractual;  y ii) el Módulo Transaccional, que se estima entrará en vigencia a inicios de 2008 y permitirá, adicionalmente, presentar propuestas a través de Internet.

295. A través del SEASE se mantiene un sistema centralizado de datos sobre contratación pública.  Según cálculos del SEACE
, el valor de los contratos públicos en 2006 (incluyendo entidades centralizadas y descentralizadas) alcanzó cerca de 5.586 millones de dólares EE.UU. (cerca del 8 por ciento del PIB).  De dicho monto, las principales formas de contratos se otorgaron bajo los siguientes tipos de procesos de selección:  la adjudicación por menor cuantía, que representó el 36 por ciento; la licitación pública y el concurso público, que juntos representaron el 36 por ciento, y la adjudicación directa  (pública o selectiva) que representó el 17 por ciento.
vi) Protección de la propiedad intelectual
296. El Acuerdo de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) fue incorporado a la legislación nacional con la ratificación del Acuerdo de Marrakech mediante la Resolución Legislativa Nº 26407 de 18 de diciembre de 1994.  Como país en desarrollo el Perú tuvo hasta el 1° de enero de 2000 para implementar el Acuerdo sobre los ADPIC.  Asimismo, en el marco del Consejo de los ADPIC, Perú ha presentado posiciones
 en temas de protección de conocimientos tradicionales, diversidad biológica y recursos biológicos relacionados con derechos de propiedad intelectual.
297. Perú es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y es signatario de diversos tratados (ver cuadro III.7).
298. El Perú notificó a la OMC
 que el Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (INDECOPI) es el órgano gubernamental de punto de contacto.  
299. El Decreto Ley Nº 25868, el Decreto Supremo Nº 025-93-ITINCI y el Decreto Legislativo Nº 807 regulan el funcionamiento del INDECOPI.  Las funciones del INDECOPI en materia de propiedad intelectual están organizadas a través de: la Oficina de Derechos de Autor para temas de derechos de autor y derechos conexos;  la Oficina de Signos Distintivos para temas de marcas, nombres y lemas comerciales, marcas colectivas, marcas de certificación y denominaciones de origen; y la Oficina de Invenciones y Nuevas Tecnologías para temas de patentes, modelos de utilidad, diseños industriales, variedades vegetales protegidas, conocimientos tradicionales y otras nuevas tecnologías.  Dichas oficinas constituyen las primeras instancias administrativas en materia de propiedad intelectual; sus resoluciones pueden ser apeladas ante la Sala de Propiedad Intelectual del Tribunal del INDECOPI, que es la segunda y última instancia administrativa en esta materia.
Cuadro III.7
Participación en los tratados de protección de la propiedad intelectual, diciembre 2006

	Convenio/Acuerdo
	Fecha de adhesión

	Arreglo de Lisboa, Apelaciones de Origen 
	16 de mayo de 2005

	Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor
	6 de marzo de 2002 

	Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas
	18 de julio de 2002 

	Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (1883)
	11 de abril de 1995

	Tratado sobre el Registro de Películas 
	27 de julio de 1994 

	Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (1886)
	20 de agosto de 1988

	Convenio de Roma sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión
	7 de agosto de 1985

	Convenio de Bruselas, Distribución Programas llevan señales transitadas por satélites
	7 de agosto de 1985

	Convenio de Ginebra para la Protección de los Productores de Fonogramas contra la Reproducción no Autorizada de sus Fonogramas
	24 de agosto de 1985 


Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.

300. El Perú notificó a la OMC sus instrumentos legales relevantes
 y el Acuerdo de Cartagena de la Comunidad Andina.
  El Consejo del ADPIC examinó la legislación peruana en 2001.  El Perú recibió y contestó a preguntas formuladas
;  las preguntas se referían en particular a la observancia.
301. La protección de la propiedad intelectual está dada por la legislación nacional, el Acuerdo de Cartagena de la Comunidad Andina, el Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y las Decisiones comunitaria andinas.  El cuadro AIII.6 presenta las normas peruanas que abarcan temas del ADPIC.  
302. La legislación andina trata los temas de propiedad industrial, derechos de autor y derechos conexos, conocimientos tradicionales, acceso a recursos genéticos y derechos de los obtentores de variedades vegetales.  El régimen común andino de propiedad industrial de 2000 fue introducido con la Decisión N° 486, la cual adecua el régimen común andino al Acuerdo ADPIC.  
303. El INDECOPI puede otorgar licencias obligatorias por razones de interés público, de emergencia o de seguridad nacional;  y por dependencia de patentes.  De oficio o a petición de la parte, existe también la posibilidad de otorgar licencias obligatorias cuando se presenten prácticas que afecten la libre competencia en particular cuando constituyan un abuso de la posición dominante.  Las licencias obligatorias están sujetas a una remuneración adecuada y deben usarse para abastecer principalmente el mercado interno.  En el período 2000-06 no se otorgó ninguna licencia obligatoria.
304. El sistema de protección de los derechos de los obtentores de variedades vegetales ha sido desarrollado mediante el Decreto Supremo Nº 08-96-ITINCI y la Decisión Andina N° 345.  El Perú no es miembro de la Unión Internacional para la Protección de Nuevas Variedades Vegetales (UPOV).  
305. En el Perú se contempla la protección de las indicaciones geográficas
, la cual prevé las figuras de las "denominaciones de origen" y de las "indicaciones de procedencia".  El Perú tiene reconocida como denominación de origen nacional al Pisco
, el Maíz Blanco Gigante Cusco y las Chulucanas. 
306. La Decisión N° 486 permite las importaciones paralelas de productos protegidos por patentes, esquemas de trazado, marcas y diseños industriales provenientes de cualquier país.  En materia de importación paralela relacionada con los derechos de autor, la Decisión N° 351 de la Comisión de la Comunidad Andina y el Decreto Legislativo N° 822 (Ley Nacional sobre el Derecho de Autor) establecen disposiciones específicas al agotamiento del derecho.  En la jurisprudencia del Tribunal Andino de Justicia sobre la Decisión N° 351
, las importaciones paralelas relativas a productos protegidos por el derecho de autor no se encuentran prohibidas, salvo que ello pueda causar algún perjuicio a los autores.
307. El Perú presentó información sobre la observancia en sus respuestas a la lista de preguntas formuladas en el marco del ADPIC.
  El INDECOPI supervisa la observancia de las obligaciones nacionales e internacionales en materia de derecho de propiedad intelectual, y está encargada de recibir y resolver las diferencias e imponer sanciones.  Existen dos tipos de acciones en materia de propiedad industrial:  (i) administrativas ejecutadas por el INDECOPI que incluyen oposiciones (al uso o registro), medidas en frontera, cancelación del registro por no uso, por vulgarización o por notoriedad;  acciones por competencia desleal;  y (ii) acciones judiciales relacionadas con acciones civiles, contencioso administrativas, acciones por competencia desleal y acciones penales. 
308. La Ley de Derecho de Autor permite que los titulares de derecho de autor denuncien las infracciones y soliciten medidas preventivas tales como la confiscación o destrucción de las copias ilícitas.  La Decisión Andina N° 486 establece que el titular de una patente, modelo de utilidad, diseño industrial, marca, lema o nombre comercial puede solicitar medidas preventivas o cautelares tales como:  el cese de los actos que constituyen la infracción;  el retiro de los circuitos comerciales de los productos resultantes de la infracción así como la adjudicación en propiedad de dichos productos;  la prohibición de importación o exportación de los productos infractores;  la destrucción de los productos infractores;  el cierre temporal o definitivo del establecimiento denunciado;  la indemnización por daños y prejuicios;  la publicación de la sentencia condenatoria y su notificación a las personas interesadas.  Asimismo, no se permite que los productos infractores sean reexportados en el mismo estado, ni que sean sometidos a un procedimiento aduanero diferente.  

� Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 183 de 15 de junio de 1981.


� Artículo 15 del Reglamento de Organización y Funciones de la SUNAT, aprobado por el Decreto Supremo N° 115-2002-PCM de 28 de octubre de 2002.


� Decreto Supremo N° 061-2002-PCM de 11 de julio de 2002.  Véase también SUNAT (sin fecha).


� Capítulo III del título VII del Reglamento de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 011-2005-EF de 26 de enero de 2005.


� Artículo 19 del Reglamento de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 011-2005-EF de 26 de enero de 2005.


� Artículo 45 del Texto Único Ordenado de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 129-2004-EF de 12 de septiembre de 2004.


� Articulo 72 del Reglamento de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 011-2005-EF de 26 de enero de 2005.


� Teledespacho Web (http://www.aduanet.gob.pe/ol-ad-pd).  Véase Procedimiento Específico:  teledespacho, INTA-PE.00.02 de 3 de diciembre de 2003.


� Artículo 49 del Texto Único Ordenado de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 129-2004-EF de 12 de septiembre de 2004.  Véase el Procedimiento Específico:  reconocimiento físico y extracción y análisis de muestras, INTA-PE.00.03 de 1° de febrero de 2001.


� Procedimiento Específico:  control de mercancías restringidas, INTA-PE.00.06 de 9 de julio de 2004.


� Artículo 190 del Reglamento de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 011-2005-EF de 26 de enero de 2005.


� Artículo 111 del Texto Único Ordenado de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 129-2004-EF de 12 de septiembre de 2004.


� Numeral 7 del Procedimiento General:  reclamos tributarios, IFGRA-PG.04 de 4 de enero de 2004.


� Artículo 8 de la Ley N° 28977 de 9 de febrero de 2007.


� Véanse los procedimientos de prevención del contrabando y control fronterizo en:  http://www.sunat. gob.pe/legislacion/procedim/pcontrab/index.html.


� SUNAT, "Aduanas de Perú y Bolivia firman acuerdo para luchar juntos contra el contrabando", Nota de prensa N° 099-2003 de 26 de agosto de 2003.  Consultado en:  http://www.sunat.gob.pe/noticieroSunat/ prensa/2003/np260803.htm.


� Ley N° 27973 de 27 de mayo de 2003.


� Documento de la OMC G/C/5-G/VAL/21 de 25 de febrero de 2000.


� Las notificaciones del Perú están contenidas en los documentos de la OMC G/VAL/N/1/PER/1 de 25 de octubre de 2001, G/VAL/N/1/PER/2 de 16 de febrero de 2004 y G/VAL/N/1/PER/3 de 23 de mayo de 2005.


� Documento de la OMC G/VAL/W/156 de 27 de septiembre de 2006.


� Artículos 3 y 8 del Reglamento para la Valoración de Mercancías según el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC, aprobado por el Decreto Supremo N° 186-99-EF de 29 de diciembre de 1999.


� Artículo 2 del Reglamento para la Valoración de Mercancías según el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC, aprobado por el Decreto Supremo N° 186-99-EF de 29 de diciembre de 1999.


� Procedimiento Específico:  valoración de mercancías según el Acuerdo del Valor de la OMC, INTA-PE.01.10a de 19 de diciembre de 2003.


� Artículo 11 del Reglamento para la Valoración de Mercancías según el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC, aprobado por el Decreto Supremo N° 186-99-EF de 29 de diciembre de 1999.


� Artículo 3 del Decreto Supremo N° 193-2005-EF de 31 de diciembre de 2005.


� Artículo 7 del Decreto Supremo N° 193-2005-EF de 31 de diciembre de 2005.


� Artículo 2 del Decreto Supremo N° 128-99-EF de 31 de julio de 1999.  Véase también el Procedimiento Específico:  valoración de soportes informáticos importados con software, INTA-PE.01.14 de 10 de diciembre de 2003.


� Documentos de la OMC G/RO/N/12 de 1° de octubre de 1996, G/RO/N/9 de 19 de abril de 1996 y G/RO/N/1/Add.1 de 22 de junio de 1995.


� Documento de la OMC G/RO/N/5 de 1° de noviembre de 1995.


� Resoluciones Ministeriales N° 075-2006-MINCETUR/DM y 076-2006-MINCETUR/DM, ambas de 3 de marzo de 2006, 338-2005-MINCETUR/DM de 5 de noviembre de 2005 y 074-2007-MINCETUR/DM de 1° de abril de 2007.


� Artículo 5 del Decreto Legislativo N° 183 de 15 de junio de 1981.


� Resolución Ministerial N° 005-2006-EF/15 de 15 de enero de 2006.


� Decreto Supremo N° 017-2007-EF de 18 de febrero de 2007.


� Las estimaciones de la Secretaría para 2007 toman en cuenta las sobretasas arancelarias (véase infra).  Sin embargo, no toman en cuenta las rebajas o recargos en forma de derechos específicos variables que se aplican a 46 líneas arancelarias de 10 dígitos, sino únicamente los aranceles ad valorem aplicados a dichas líneas.  Por lo tanto, las estimaciones de este informe no son estrictamente comparables con las que aparecen en el anterior informe de la Secretaría para el Examen de las Políticas Comerciales del Perú, las cuales sí tomaron en cuenta los tipos arancelarios específicos variables.


� Decreto Supremo N° 211-2006-EF de 28 de diciembre de 2006.


� Decreto Supremo Nº 035-97-EF de 11 de abril de 1997, modificado por los Decretos Supremos N° 111-97-EF, N° 141-99-EF, N° 125-2000-EF, N° 016-2001-EF, N° 113-2001-EF, N° 114-2001-EF y N° 150-2005-EF.


� Capítulo VI del título V del Texto Único Ordenado de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 129-2004-EF de 12 de septiembre de 2004.


� Artículo 63 del Texto Único Ordenado de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 129-2004-EF de 12 de septiembre de 2004.


� Artículo 56 del Texto Único Ordenado de la Ley General de Hidrocarburos.


� Ley N° 27400 de 18 de enero de 2001.


� Para realizar este análisis, la Secretaría sólo tomó en cuenta las líneas arancelarias contenidas en el fichero de la Lista Arancelaria Refundida correspondiente al Perú que son estrictamente comparables con el SA 2007.


� Decisión N° 414 de la Comisión de la Comunidad Andina de 30 de julio de 1997.


� Artículo 1° de la Ley N° 28321 de 10 de agosto de 2004 y artículo 1° del Decreto Supremo N° 072-2004-EF de 1° de junio de 2004.


� Artículo 50 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Artículo 56 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Artículo 14 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Apéndice IV del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Artículo 1° del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Artículo 6 de la Ley N° 28929 de 12 de diciembre de 2006.


� Artículo 76 del Decreto Legislativo N° 776 de 31 de diciembre de 1993.


� Artículo 13 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Artículo 14 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999.


� Artículo 14.3 de la Ley N° 28583 de 22 de julio de 2005.


� Partidas SA 10.06.20.00.00, 10.06.30.00.00, 10.06.40.00.00 y 23.02.20.00.00.  Ley N° 28211 de 22 de abril de 2004.


� Artículo 6 de la Ley N° 28309 de 29 de julio de 2004.


� Artículo 1 del Decreto Legislativo N° 918 de 26 de abril de 2001.


� Artículo 2 del Decreto Supremo N° 017-2005-MTC de 15 de julio de 2005.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/PER/4 de 3 de octubre de 2006.


� Artículo 9.


� Artículo 2.


� Artículo 1° del Decreto Supremo N° 042-2006-MTC de 22 de diciembre de 2006.


� Artículo 3 del Decreto Legislativo N° 843 de 30 de agosto de 1996.


� Decreto de Urgencia N° 079-2000 de 20 de septiembre de 2000.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/1/PER/2 y G/SCM/N/1/PER/2 de 3 de marzo de 2003.  


� Las respuestas del Gobierno del Perú a las preguntas presentadas figuran en los documentos de la OMC G/ADP/Q1/PER/29 y G/SCM/Q1/PER/29 de 9 de julio de 2004, G/ADP/Q1/PER/27 y G/SCM/Q1/PER/27 de 20 de abril de 2004, G/ADP/Q1/PER/25 y G/SCM/Q1/PER/25 de 2 de diciembre de 2003, G/ADP/Q1/PER/24 y G/SCM/Q1/PER/24 de 27 de noviembre de 2003,  G/ADP/Q1/PER/22 y G/SCM/Q1/PER/22 de 4 de noviembre de 2003, G/ADP/Q1/PER/21 y G/SCM/Q1/PER/21 de 20 de octubre de 2003, y G/ADP/Q1/PER/21/Suppl.1 y G/SCM/Q1/PER/21/Suppl.1 de 5 de noviembre de 2003.


� Información en línea del INDECOPI.  Véase:  http://www.indecopi.gob.pe/destacado-competencia-comisiones-dys-pres.jsp.


� Publicación en el Diario Oficial El Peruano de una Separata Especial titulada "Fortaleciendo la Apertura Comercial:  Medidas contra el Dumping y las Subvenciones”, el 14 de mayo de 2000 el cual incluía la prepublicación del Decreto Supremo Nº 006-2003-PCM para comentarios de la opinión publica así como un estudio sobre las medidas antidumping y compensatorias.


� Las notificaciones de los reglamentos figuran en los documentos de la OMC G/SG/N/1/PER/1 de 29 de marzo de 1995, G/SG/N/1/PER/2 de 22 de enero de 1999, G/SG/N/1/PER/2/Suppl.1 de 3 de noviembre de 2003 y G/SG/N/1/PER/2/Suppl.2 de 31 de agosto de 2004.


� Las notificaciones del Gobierno del Perú figuran en los documentos de la OMC /SG/67 de 14 de enero de 2004, G/SG/67/Suppl.1 de 21 de julio de 2004 y G/SG/67/Suppl.1/Rev.1 de 28 de julio de 2004.


� La notificación figura en el documento de la OMC G/SG/N/6/PER/1 de 30 de agosto del 2004, G/SG/N/7/PER/1 de 19 de octubre de 2004, G/SG/N/7/PER/1/Suppl.1 de 19 de octubre de 2004, G/SG/N/7/PER/1/Suppl.2 de 15 de diciembre de 2004 y G/SG/N/9/PER/1 de 30 de mayo de 2005.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.29 de 23 de diciembre de 1996.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/7/Rev.1 de 23 de enero de 1997.


� Las preguntas figuran en los documentos de la OMC G/TBT/M/37 de 22 de diciembre de 2005, G/TBT/M/35 de 24 de mayo de 2005, y G/TBT/M/34 de 5 de enero de 2004.


� Decreto Supremo Nº 068-2007-EF de 8 junio 2007.


� Documento de la OMC G/SPS/ENQ/21de 21 de febrero de 2007.


� Dichas observaciones figuran en los documento de la OMC G/SPS/R/42 de 25 de septiembre de 2006, G/SPS/R/40 de 26 de mayo de 2006, G/SPS/R/36 de 4 de mayo de 2005, G/SPS/R/34 de 16 de agosto de 2004, G/SPS/R/33 de 7 de mayo de 2004, G/SPS/R/31 de 23 de diciembre de 2003, G/SPS/R/30 de 4 de septiembre de 2003, G/SPS/R/25 de 18 de enero de 2002, G/SPS/R/22 de  5 de octubre de 2001.


� Sin incluir revisiones, adiciones o correcciones.  Las notificaciones se encuentran en los documentos de la OMC G/SPS/N/PER/14 al 139.


� Argentina, Bolivia, Brasil, China, Chile, Ecuador, Israel, México, Nueva Zelandia, Paraguay, Polonia, la República Checa y Uruguay.


� La normativa puede consultarse en el sitio Internet del SENASA: http://www.senasa.gob.pe/ normatividad_2/index.htm. 


� La normativa puede consultarse en el sitio Internet del SANIPES:  http://www.itp.org.pe/ sanipes.htm.


� Capítulo III del título VII del Reglamento de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 011-2005-EF de 26 de enero de 2005.


� Véase el numeral 62 del Procedimiento General:  exportación definitiva, INTA-PG.02 de 22 de octubre de 2005.


� Artículo 54 del Texto Único Ordenado de la Ley General de Aduanas, aprobado por el Decreto Supremo N° 129-2004-EF de 12 de septiembre de 2004.


� Artículo 34 del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por el Decreto Supremo N° 055-99-EF de 15 de abril de 1999 y artículo 6 del Decreto Supremo N° 29-94-EF de 29 de marzo de 1994.


� Artículo 1° del Decreto Supremo N° 009-99-AG de 29 de marzo de 1999 y artículo 1° del Decreto Supremo N° 008-96-AG de 8 de junio de 1996.  Ambas prohibiciones están descritas en OMC (2000), capítulo III, sección (3)(iii).


� Artículo 261 del Reglamento de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre, aprobado por el Decreto Supremo N° 014-2001-AG de 9 de abril de 2001.


� Artículo 1° del Decreto Supremo N° 039-2003-AG de 8 de diciembre de 2003.  La maca es una planta.


� Artículo 1° del Decreto Supremo N° 039-2003-AG de 8 de diciembre de 2003.


� Artículo 5 del Decreto Supremo N° 046-99-AG de 25 de noviembre de 1999.  El camu camu es una fruta.


� Artículo 2 de la Resolución Ministerial N° 0725-2000-AG de 22 de septiembre de 2000.  El pijuayo es una palmera.


� Véase, por ejemplo, el artículo 27 de la Ley N° 26839 de 16 de julio de 1997.


� Información en línea de la SUNAT, "Tabla de relación de códigos de entidades y documentos de control:  mercancías referenciales que controlan las entidades".  Consultado en:  http://www.aduanet.gob.pe/ aduanas/infoaduanas/clasifica/clasificacionarancelaria/entidad/relacioncodigos.htm [12 de julio de 2007].


� Artículo 63 del Reglamento de la Ley que Promueve la Crianza, Producción, Comercialización y Consumo de los Camélidos Sudamericanos Domésticos Alpaca y Llama, aprobado por el Decreto Supremo N° 024-2004-AG de 2 de julio de 2004.  La Resolución Ministerial N° 0015-2006-AG de 14 de enero de 2006 establece el contingente para 2006.


� Ley N° 28041 de 25 de julio de 2003.


� Documentos de la OMC G/AG/N/PER/5 de 12 de junio de 2002 y G/AG/N/PER/6 de 16 de octubre de 2003.


� Artículo 3 del Reglamento de Procedimiento de Restitución Simplificado de los Derechos Arancelarios de ad valorem, aprobado por el Decreto Supremo N° 104-95-EF de 23 de junio de 1995.


� Decreto Supremo N° 127-2002-EF de 25 de agosto de 2002.


� Información en línea de la COFIDE.  Consultada en:  http://www.cofide.com.pe/sf4reino.html [26 de marzo de 2007].


� Decreto de Urgencia N° 050-2002 de 3 de octubre de 2002.


� Información en línea del MINCETUR.  Consultada en:  http://www.mincetur.gob.pe/comercio/ otros/penx/articulos/articulo_4.htm [10 de jluio de 2007].


� Artículo 3 del Reglamento de Organización y Funciones de la Comisión para la Promoción de Exportaciones – Prompex, aprobado por el Decreto Supremo N° 013-2003-MINCETUR de 27 de junio de 2003.


� Ezeta Carpio, José (2007).


� PROMPEX (2006).


� Decreto Supremo N° 003-2007-MINCETUR de 1° de marzo de 2007.


� Información en línea del MINCETUR.  Consultada en:  http://www.mincetur.gob.pe/comercio/ otros/penx/index.htm [10 de Julio de 2007].


� Banco Mundial (2006a), página 92.


� Información en línea del Banco Mundial.  Véase:  http://espanol.doingbusiness.org/Explore Topics/StartingBusiness/Details.aspx?economyid =152.


� Información en línea de PROINVERSIÓN.  Véase http://www.proinversion.gob.pe/orientacion/ empresas/cont_3.htm.


� Otras disposiciones relevantes son la Resolución 195-2001-SUNARP/SN de 18 de junio de 2001,  regulada parcialmente por el Reglamento del Registro de Sociedades 200-2001-SUNARP/SN de 18 de julio de 2001 y por la Resolución del Superintendente Nacional de los Registros Públicos 195-2001-SUNARP/SN de 18 de julio de 2001;  la Ley del Registro Comercial (Decreto Ley N° 19.893 de 22 de enero de 1973, regulado por el Decreto Supremo N° 95-85-ICTI/CO de 19 de julio de 1985;  la Ley N° 26.366 de 1968 (Sistema Nacional de los Registros Públicos;  Superintendencia Nacional de los Registros Públicos).


� Información en línea de PROINVERSIÓN.  Véase:  http://www.proinversion.gob.pe/orientacion/ empresas/cont_3.htm.


� Información en línea del INDECOPI.  Véase:  http://www.indecopi.gob.pe/quienessomos-plan-inst-estra.jsp.


� En 2007 una UTI equivalía a S/. 3.450.


� Para una lista exhaustiva y casos presentados véase:  http://www.indecopi.gob.pe/destacado-competencia-comisiones-clc-inforPlub.jsp.


� Las investigaciones realizadas ocurrieron en actividades de servicios y elaboración de productos tales como:  actividades de hospitales;  almacenamiento y depósitos;  cultivos;  publicaciones;  azúcar;  bebidas malteadas y de malta;  bebidas no alcohólicas;  cacao, chocolate y confitería; panadería;  tabaco;  lácteos;  gas;  papel y cartón;  generación y distribución de energía eléctrica;  servicios legales;  actividades empresariales;  seguros;  telecomunicaciones;  transporte de carga por carretera;  transporte marítimo;  transporte por vía férrea;  transporte por vía aérea;  venta al por mayor de alimentos, bebidas y tabaco; venta al por mayor de materiales de construcción; venta al por mayor de otros productos.


� OECD (2004).


� UNCTAD (2004).


� World Economic Forum (2006), página 163.  


� Las Normas para la Protección y Promoción de la Libre Competencia en la Comunidad Andina están contenidas en la Decisión N° 608 de 29 de marzo de 2005, la cual modificó la Decisión N° 285 de 1991.


� Documentos de la OMC G/STR/N/4/PER, G/STR/N/5/PER, G/STR/N/6/PER, G/STR/N/7/PER, G/STR/N/8/PER, G/STR/N/9/PER, G/STR/N/10/PER de 5 de abril de 2005.


� Información en línea de la ENACO. Véase:  http://www.enaco.com.pe/empresa/infinstitucional.php.


� Documento de la OMC G/TRIMS/N/1/PER/1 de 18 de abril de 1995.


� Décimo tercera disposición complementaria, derogatoria y final de la Ley N° 28569 de 5 de julio de 2005.


� Ley N° 27688 de 28 de marzo de 2002.


� Artículo 22-A del Texto Único Ordenado del Reglamento de la Ley de Zona Franca y Zona Comercial de Tacna, aprobado por el Decreto Supremo N° 002-2006-MINCETUR de 11 de febrero de 2006.


� Artículo 15 de la Ley N° 27688 de 28 de marzo de 2002 y duodécima disposición complementaria, derogatoria y final de la Ley N° 28569 de 5 de julio de 2005.


� Artículo 10 del Texto Único Ordenado del Reglamento de la Ley de Zona Franca y Zona Comercial de Tacna, aprobado por el Decreto Supremo N° 002-2006-MINCETUR de 11 de febrero de 2006.


� Marco Macroeconómico Multianual 2007-2009 (Anexo C), aprobado en Sesión de Consejo de Ministros el 24 de mayo de 2006.  Véase:  http://www.bcrp.gob.pe/bcr/dmdocuments/Publicaciones/pro_ economico/MMM2007-2009_MEF.pdf


� Decreto Legislativo N° 967.  El nuevo RUS comprende el Impuesto a la Renta, el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto de Promoción Municipal.  El Impuesto Selectivo al Consumo no está comprendido en el nuevo RUS.


� Las disposiciones legales del RUS están contenidas en los artículos 117 al 124 de la Ley del Impuesto a la Renta cuyo Texto Único Ordenado fue aprobado por el Decreto Supremo N° 179-2004-EF y normas modificatorias;  y el Decreto Legislativo N° 937 de 14 de noviembre de 2003, modificado por el Decreto Legislativo N° 967 de 24 de diciembre de 2006.  Las disposiciones del RER se encuentran en los artículos 117 al 124 de la Ley del Impuesto a la Renta cuyo Texto Único Ordenado fue aprobado por el Decreto Supremo N° 179-2004-EF y normas modificatorias.


� Decreto Legislativo N° 973 de 10 de marzo de 2007.


� Información en línea de la Red de Indicadores en Ciencia y Tecnología.  Véase:  http://www.ricyt.edu.ar/indicadores/PorPais/PE.xls.


� Véase:  http://www.produce.gob.pe/industria/cites/index_cites.php.


� Véase también el Reglamento de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre (Decreto Supremo Nº 014-2001-AG del 9 de abril de 2001).


� Entre otras disposiciones importantes durante el período están el Decreto Supremo N° 012-2001-PCM (Texto Único Ordenado de la Ley N° 26850) y el Decreto Supremo N° 013-2001-PCM (Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado), ambos de 13 febrero de 2001.  


� Información en línea del CONSUCODE.  Véase:  http://www.consucode.gob.pe/boletín institucional/COMUNICANDO%20Febrero%202006.pdf.


� Información en línea del Registro Nacional de Proveedores.  Véase:  http://www.rnp.gob.pe/.


� Las entidades con régimen especial:  PETROPERÚ;  PROINVERSIÓN; Comisión de Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI);  el Programa Nacional de Asistencia Alimentaria (PRONAA);  el Programa de Emergencia Social Productivo (PESP)-RURAL.  Ciertas contrataciones de las siguientes entidades mantienen un regimen especial: los Servicios Industriales de la Marina (SIMA);  el Jurado Nacional de Elecciones (JNE);  Agua para Todos;  Fenómeno del Niño.


� Dictamen Nº 03-2006 de 24 de marzo de 2006.  Véase:  http://intranet.comunidadandina.org/ Documentos/Dictamenes/DICtamen03-2006.doc.


� Mapas de Riesgo de Contrataciones y Licitaciones del Estado, Taller organizado por el Consorcio Nacional para la Ética Pública (PROÉTICA) y el Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), noviembre de 2001.  Véase:  http://www.transparency.org/content/download/ 5364/31368/file/riesgos_peru.pdf.


� Información en línea del SEACE.  Véase:  http://www.seace.gob.pe/.


� Monto desembolsado en bienes, servicios y obras.  Incluye empresas estatales pero no contrataciones con carácter de secreto militar o de orden interno.


� Documentos de la OMC IP/C/W/484 de 2 de noviembre de 2006, WT/GC/W/564/Rev.2, TN/C/W/41/Rev.2, IP/C/W/474 de 5 de julio de 2006, IP/C/W/484 de 2 de noviembre de 2006, IP/C/W/429 de 21 septiembre de 2004, IP/C/W/442 de 18 de marzo de 2005 y IP/C/W/165 de 3 de noviembre de 1999.


� Documento de la OMC IP/N/3/Rev.9 de 8 de noviembre de 2005.


� Documentos de la OMC IP/N/1/PER/P/4 de 24 de marzo de 2004;  IP/N/1/PER/I/3 de 7 de noviembre de 2000;  IP/N/1/PER/C/1 de 10 de mayo 2000;  IP/N/1/PER/C/2 de 10 de mayo de 2000;  IP/N/1/PER/C/3 de 10 de mayo de 2000;  IP/N/1/PER/I/1 de 10 de mayo de 2000;  IP/N/1/PER/I/2 de 10 de mayo de 2000; IP/N/1/PER/P/1 de 10 de mayo de 2000;  IP/N/1/PER/P/2 de 10 de mayo de 2000;  IP/N/1/PER/P/3 de 10 de mayo de 2000;  IP/N/1/PER/1 de 13 de abril de 2000. 


� Documento de la OMC IP/N/4/PER/1 de 19 de agosto de 1997.


� Documento de la OMC IP/Q/PER/1, IP/Q2/PER/1, IP/Q3/PER/1, IP/Q4/PER/1 de 12 de junio de 2001.


� Decreto Legislativo Nº 823, Ley de Propiedad Industrial;  Decreto Ley Nº 26122, Ley sobre Represión de la Competencia Desleal;  Decisión N° 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena.


� Documento de la OMC IP/C/W/117/Add.16/Rev.1 de 14 de febrero de 2001.


� Sentencia del Proceso 39-IP-99, consultado en:  http://intranet.comunidadandina.org/IDocumentos/ c_Newdocs.asp?GruDoc=11).


� Documento de la OMC IP/N/6/PER/1 de 16 de agosto de 2000.





